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			La guerra es un fenómeno humano, y las razones que llevan a ella son siempre las mismas: el deseo de poder, el miedo y el honor.

			TUCÍDIDES







			Introducción

			Vivimos en un mundo volátil e impredecible, marcado por tensiones que no solo definen el presente, sino que también están moldeando el futuro. Desde los mares del Indo-Pacífico hasta las estepas del este de Europa, y desde las vastas regiones del Ártico hasta las selvas y cordilleras de América Latina, las dinámicas internacionales actuales están atravesadas por desafíos, que combinan rivalidades geopolíticas de siglos pasados con las complejidades únicas del siglo XXI. 

			Estos no solo involucran disputas territoriales o ambiciones de poder; también reflejan las profundas interconexiones entre economía, tecnología, historia, ideología y el anhelo de seguridad en un orden global en transformación. Y, sobre todo, remarcan las diferencias entre los países y las formas en las que estos enfrentan los desafíos y solucionan sus escenarios de crisis, ya sean internos o externos. Muchos aún defienden un orden internacional basado en reglas, mientras que otros apelan a las estrategias de presión e influencia; la estrategia de “los hechos consumados” ha dado buenos réditos en las últimas décadas.

			La transformación del orden bipolar de la Guerra Fría no trajo consigo la estabilidad que muchos esperaban, sino que dio paso a un período de incertidumbre y tensión en el escenario global. Durante buena parte de la década de 1990, el mundo fue testigo de un mosaico de conflictos que reflejaron las fracturas heredadas del enfrentamiento ideológico entre el bloque occidental y el oriental. 

			Por ejemplo, en Europa, la desintegración de Yugoslavia desembocó en una serie de guerras brutales en los Balcanes marcadas por episodios como la masacre de Srebrenica, en 1995, y la intervención de la OTAN en Kosovo, en 1999. En África, el genocidio en Ruanda de 1994 dejó más de ochocientos mil muertos en apenas cien días (en gran medida, fue posible debido a las consecuencias de la fallida operación humanitaria internacional en Somalia, en 1993), mientras que conflictos como los de Sierra Leona y Liberia se caracterizaron por su brutalidad y el uso de niños soldados.

			Simultáneamente, el surgimiento de actores no estatales, como grupos terroristas y redes del crimen organizado, añadió nuevas dimensiones a la inseguridad internacional. Esta complejidad alcanzó su clímax con los atentados del 11 de septiembre de 2001, que marcaron el inicio de la larga, costosa y desgastadora Guerra contra el Terrorismo. 

			Durante dos décadas, Estados Unidos y sus aliados se embarcaron en campañas militares en Afganistán, Irak y otros puntos estratégicos, enfrentando insurgencias y luchando contra la amenaza global del radicalismo islámico. Estas campañas no solo consumieron enormes recursos económicos —estimados en más de ocho billones de dólares—, sino que también cobraron un alto costo humano, con decenas de miles de soldados y civiles muertos, dejando además regiones enteras en un estado de fragilidad política y económica que persiste hasta hoy.

			Muchas etapas históricas son consecuencia de todo lo ocurrido en las décadas anteriores y, al mismo tiempo, serán las causas que terminarán moldeando los años venideros. No se puede comprender el mundo del siglo XXI sin ahondar en las tensas décadas de la Guerra Fría entre Estados Unidos y la Unión Soviética. Asimismo, tampoco se puede entender el mundo actual sin revisar los años de la Guerra contra el Terrorismo y sus consecuencias. De una u otra manera, todo está encadenado.

			En ese contexto, la invasión rusa a Ucrania —en febrero de 2022— pulverizó las frágiles bases del mundo de la posguerra fría , ya que no solo se trata de una lucha por el control de territorios estratégicos o de recursos naturales, sino también de un enfrentamiento que ha redefinido la seguridad energética, alimentaria y militar a nivel global. La resistencia ucraniana y las sanciones internacionales pusieron a prueba la capacidad de respuesta de Occidente, mientras que Rusia fortaleció sus vínculos con países como China, Corea del Norte e Irán, configurando un eje geopolítico de cooperación que desafía el orden liberal liderado por Estados Unidos.

			En el Indo-Pacífico, el ascenso de China y su postura cada vez más desafiante en el mar del Sur de China y alrededor de Taiwán, representan un peligro latente para la estabilidad regional. Beijing no solo busca afirmar su soberanía sobre vastas áreas marítimas, sino también consolidar su influencia económica y militar a través de la ambiciosa iniciativa del Cinturón y la Ruta, también conocida como la Nueva Ruta de la Seda. 

			Las maniobras navales, las tensiones diplomáticas y el fortalecimiento de alianzas como el QUAD (Australia, India, Japón y Estados Unidos) y de manera más reciente AUKUS (Estados Unidos, Reino Unido y Australia) subrayan que este espacio se ha convertido en el epicentro de la competencia global entre los gigantes de nuestro tiempo.

			Simultáneamente, en el Ártico, el deshielo acelerado está abriendo nuevas rutas marítimas y exponiendo vastos yacimientos de recursos naturales. Este cambio climático, además de ser una crisis ambiental a gran escala, se ha transformado en un tema de rivalidad geopolítica. Rusia ha militarizado sus territorios en el Ártico, mientras Estados Unidos y China buscan ampliar su influencia en esta región estratégica. Las tensiones por el control de estos espacios emergentes muestran que la próxima frontera de la competencia global puede estar en las aguas heladas del extremo norte del planeta.

			En Medio Oriente, las consecuencias de la Primavera Árabe (2011) aún resultan visibles, mientras la rivalidad entre Irán y Arabia Saudita continúa siendo uno de los conflictos más persistentes y peligrosos. Este enfrentamiento, que mezcla rivalidades religiosas, geopolíticas y económicas, se refleja en “guerras por delegación” (proxy wars) en Yemen, Siria e Irak, entre otros países. Eso sin mencionar el antiguo y complejo conflicto entre israelíes y palestinos.

			A pesar de algunos recientes intentos de normalización, estas tensiones han exacerbado la polarización en la zona y han perpetuado ciclos de violencia que afectan tanto a la estabilidad local como a la seguridad energética global.

			Mientras tanto, América Latina enfrenta sus propios desafíos. La región, históricamente afectada por desigualdades estructurales y crisis políticas, ha experimentado un resurgimiento del crimen organizado, crisis económicas, disputas por recursos naturales y crecientes tensiones migratorias. Países como México y Colombia lidian con el imbatible poder de los carteles del narcotráfico, mientras que otras naciones, como Venezuela, enfrentan además crisis humanitarias, políticas y económicas. También actores externos como China y Rusia han incrementado su presencia en la región, ofreciendo inversiones y cooperación militar que complican aún más el panorama geopolítico.

			En este contexto global de inestabilidad, Chile se encuentra en una encrucijada histórica. A pesar de su estabilidad comparativa con el resto de América Latina, el país ha perdido parte de su influencia regional en los últimos años. Sin embargo, posee características únicas que le otorgan un papel estratégico que aún está por desarrollarse plenamente. Chile debe repensar su estrategia latinoamericana, asumiendo un liderazgo que no solo considere sus intereses internos, sino también su capacidad para articular y liderar soluciones regionales frente a desafíos comunes como el cambio climático, la migración y la seguridad transnacional.

			Chile también debe comprender y asumirse como una nación marítima, profundamente conectada con el Pacífico. Su extensa costa y su ubicación privilegiada le otorgan una oportunidad única para integrarse más activamente en el ámbito del Indo-Pacífico, fortaleciendo alianzas con países como Japón, Corea del Sur, Taiwán y Australia, y posicionándose como un puente entre América Latina y Asia.

			Además, la Antártica, que históricamente ha sido vista en Chile desde una perspectiva principalmente científica, debe ser reconsiderada como una prioridad geopolítica. La presencia chilena en este continente no solo tiene un valor simbólico o investigativo, sino también estratégico. En un momento en que otros países están ampliando sus intereses en la región antártica, Chile debe reforzar su presencia y su soberanía, promoviendo un enfoque integral que combine ciencia, diplomacia y defensa.

			Con respecto a este libro, es importante decir un par de cosas. La primera es que su objetivo es buscar, ordenar y explorar las raíces, dinámicas e implicancias de los principales conflictos internacionales del momento, así como los escenarios de potenciales nuevos choques entre los grandes actores geopolíticos. Todo esto con el objetivo de ofrecer al lector los elementos suficientes para una mejor comprensión y análisis de estos temas de alcance mundial. Muchas veces, la falta de espacio o segundos al aire en los medios de comunicación periodísticos hace imposible ahondar en las causas y el desarrollo de ellos.

			Lo segundo es que este libro ofrece una mirada en torno a estos temas y no necesariamente la mirada. Toda selección de temas es subjetiva, así como los puntos de vista que se elijan para abordarlos.

			Por último, es importante señalar que este libro está escrito pensando en un público general interesado en los temas y dinámicas de las relaciones internacionales. En otras palabras, un volumen de divulgación, que sirva a todos aquellos que desean comprender un poco mejor qué está ocurriendo más allá de nuestras fronteras y por qué.

			Desde las rivalidades en el Ártico hasta las luchas por la influencia en América Latina, las próximas páginas buscan presentar un panorama integral de las tensiones que moldean nuestro tiempo, invitando a reflexionar y actuar en un mundo donde la cooperación ya no es una opción, sino una necesidad.

			Alberto Rojas Moscoso.

			Marzo 2025







			CAPÍTULO 1

			El turbulento comienzo del siglo XXI

			¿Cuándo comienza un nuevo siglo? Técnicamente, el primer día del año cuyos dos últimos dígitos son “01”; y finaliza el último día del año que termina en “00”. Por ejemplo, el siglo XX comenzó el 1 de enero de 1901 y terminó el 31 de diciembre de 2000. Por lo tanto, el siglo XXI se inició el 1 de enero de 2001 y terminará el 31 de diciembre de 2100.

			Sin embargo, más allá de la lógica de este cálculo matemático, lo cierto es que existen otras miradas al respecto, que ayudan a comprender de manera mucho más acabada los procesos que han dado forma al mundo en el que vivimos. Y, sobre todo, a la cadena de acontecimientos políticos, económicos, sociales y militares que han moldeado los primeros años de este siglo.

			Por ejemplo, hay interpretaciones historiográficas que sugieren que el siglo XIX, entendido no solo como un período, sino como una era con características políticas, culturales y sociales particulares, terminó en 1918, coincidiendo con el fin de la Primera Guerra Mundial. Este enfoque se basa en la idea de que este conflicto y sus consecuencias marcaron el término de una era de relativa estabilidad y progreso que había caracterizado gran parte del siglo XIX.

			Uno de los historiadores que propuso esta idea fue el británico Eric Hobsbawm (1917-2012). En su obra The Age of Extremes: The Short Twentieth Century, 1914-1991 (Historia del siglo XX: 1914-1991), Hobsbawm sugiere que el “largo siglo XIX”, marcado por el liberalismo, el imperialismo colonial y el crecimiento económico, realmente concluyó con los trastornos causados por la Primera Guerra Mundial y las revoluciones que siguieron, especialmente la Revolución bolchevique de 1917, en Rusia. Y que, por lo tanto, el “corto siglo XX” comenzó tras el fin de la Primera Guerra Mundial, en 1918, y cerró con la caída de la Unión Soviética en 1991. 

			Esta visión no se basa en una cronología estricta, sino en la interpretación de los eventos históricos como catalizadores de cambios profundos en la estructura global, marcando el fin de una era y el comienzo de otra.

			A su vez, Immanuel Wallerstein (1930-2019), un destacado sociólogo y teórico estadounidense, sugirió que el verdadero comienzo del siglo XXI debía ser visto en el contexto de la transformación del orden global de la posguerra fría. Según Wallerstein, el colapso de la Unión Soviética en 1991 marcó el fin del siglo XX, pero el nuevo siglo no comenzó inmediatamente después. 

			Wallerstein identificó eventos posteriores, como los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001, como un punto de inflexión que realmente señala el comienzo del siglo XXI en términos históricos. Estos eventos, según Wallerstein, simbolizan el inicio de una era caracterizada por la incertidumbre y la inestabilidad en el orden global.

			Tanto Wallerstein como Hobsbawm parecen coincidir en el hecho de que —realmente— el siglo XX terminó en 1991, y que los años posteriores marcaron el camino hacia el actual siglo, caracterizado en términos geopolíticos por transiciones, guerras, puntos de inflexión y un desafío al sistema político internacional vigente.

			En ese sentido, resulta casi imposible comprender el fin del siglo XX sin remitirnos a la época en la que comenzó el desplome de la Unión Soviética y que culminó con el término de la larga Guerra Fría.

			La caída de la URSS y el fin de la Guerra Fría

			El colapso de la Unión Soviética —entre 1989 y 1991— fue el resultado de una serie de factores estructurales, reformas fallidas y eventos clave que marcaron el fin de una de las mayores potencias del siglo XX. Las raíces del colapso se encontraban en los problemas profundos que habían plagado al sistema soviético durante décadas, especialmente en su economía. La rígida planificación centralizada, característica del modelo comunista, había demostrado ser ineficaz para fomentar la innovación y el crecimiento sostenido. Para finales de los años ochenta, la economía soviética estaba en franco declive, con un crecimiento que apenas alcanzaba el 1 % anual, mientras que el gasto militar seguía absorbiendo un porcentaje desproporcionado del PIB, exacerbado por la carrera armamentista con Estados Unidos. La escasez de bienes básicos y los desequilibrios macroeconómicos generaban un creciente descontento entre la población, minando la legitimidad del régimen.

			A estos problemas económicos se sumó una crisis política y social. El Partido Comunista, que había sido el pilar del sistema soviético, enfrentaba un creciente descontento interno y externo. Las repúblicas soviéticas, especialmente las bálticas (Estonia, Letonia y Lituania) y del Cáucaso (Armenia, Azerbaiyán y Georgia), comenzaron a demandar mayor autonomía, mientras que movimientos de oposición cobraban fuerza en toda la región. La falta de flexibilidad del sistema político, combinada con décadas de corrupción y represión, debilitó aún más la cohesión de la Unión Soviética.

			En este contexto, Mijaíl Gorbachov, un político más joven y de mentalidad más abierta que sus predecesores, elegido secretario general del Partido Comunista en 1985, buscó poner en marcha reformas profundas para modernizar el sistema. Su política de perestroika (reestructuración) introdujo medidas que intentaban descentralizar y modernizar la economía. Sin embargo, estas reformas resultaron contraproducentes: en lugar de revitalizar el sistema, generaron una inflación descontrolada y mayor incertidumbre económica1. 

			Paralelamente, la glasnost (transparencia) fomentó una mayor libertad de expresión y apertura política, permitiendo que la sociedad realizara críticas al régimen. Aunque esta medida buscaba legitimar el liderazgo de Gorbachov, terminó erosionando aún más la autoridad del Partido Comunista y fomentando movimientos nacionalistas en las repúblicas soviéticas.

			Los eventos de este periodo aceleraron el desmoronamiento del sistema soviético. Uno de los momentos más simbólicos fue la caída del Muro de Berlín, el 9 de noviembre de 1989, que marcó el fin de la división ideológica en Europa. Este acontecimiento no solo reflejó la debilidad del bloque soviético, sino que también inspiró a otras naciones de Europa del Este a liberarse de la influencia de Moscú. 

			En Polonia, el régimen comunista liderado por Wojciech Jaruzelski2, comenzó a tambalearse antes de 1989. En agosto de ese año, tras años de huelgas lideradas por el sindicato independiente Solidaridad —bajo el liderazgo de Lech Walesa—, se llevaron a cabo las primeras elecciones parcialmente libres en un país del bloque soviético. El resultado fue contundente: Solidaridad obtuvo el 99 % de los escaños disponibles en el Senado, y Tadeusz Mazowiecki se convirtió en el primer jefe de Gobierno no comunista en la región desde el fin de la Segunda Guerra Mundial3.

			Checoslovaquia vivió una revolución pacífica, conocida como la Revolución de Terciopelo. Entre noviembre y diciembre de 1989, manifestaciones masivas en Praga y otras ciudades, lideradas por figuras como Václav Havel4, llevaron al colapso del régimen comunista. El 10 de diciembre, el presidente Gustáv Husák renunció, y el 29 de diciembre Havel asumió como presidente, marcando el inicio de una transición democrática.

			En Rumania, la caída del comunismo fue mucho más violenta. Nicolae Ceaușescu, conocido por un régimen represivo y el culto a su personalidad, enfrentó protestas masivas en diciembre de 1989. Estas comenzaron en Timișoara y rápidamente se extendieron a Bucarest. El 22 de diciembre, Ceaușescu fue derrocado tras un levantamiento militar. Tres días después, fue ejecutado junto con su esposa, Elena, tras un juicio sumario. Según las estimaciones, alrededor de mil cien personas murieron durante la revolución rumana.

			En Hungría, el régimen también comenzó su transición antes de 1989. En 1988, János Kádár fue reemplazado como líder del Partido Comunista, y en mayo de 1989 se comenzaron a desmantelar las fortificaciones en la frontera con Austria, un gesto simbólico de apertura hacia Occidente. El 23 de octubre de 1989, Hungría fue declarada república y comenzó su transición democrática5.

			Estos eventos no solo reflejaron la fragilidad del bloque soviético, sino que también presionaron a la URSS, que, bajo el liderazgo de Gorbachov, no pudo ni quiso intervenir militarmente, como Moscú lo había hecho en el pasado (por ejemplo, en Hungría en 1956 o Checoslovaquia en 1968).

			Al poco tiempo, la creciente presión interna se manifestó de manera más dramática en el llamado golpe de agosto de 1991, un intento de los sectores más conservadores del Partido Comunista y del KGB para restaurar el control autoritario y retrotraer a la URSS a los años más duros de la Guerra Fría. 

			Las tensiones crecieron cuando Gorbachov, a mediados de 1991, negoció un nuevo tratado de la Unión que otorgaba mayor autonomía a las repúblicas soviéticas, lo que para los conservadores significaba una amenaza a la unidad del país.

			El 19 de agosto de 1991, mientras Gorbachov estaba de vacaciones en la residencia de verano en Foros, Crimea, un grupo de altos funcionarios del gobierno y el Partido Comunista formó un Comité Estatal para el Estado de Emergencia (GKChP, por sus siglas en ruso) para tomar el control del país. Entre los organizadores del golpe estaban: Gennady Yanáyev, vicepresidente de la URSS, quien asumió la presidencia de facto durante el golpe; Vladímir Kruchkov, jefe del KGB; Dmitri Yázov, ministro de Defensa; y Valentín Pavlov, primer ministro de la URSS.

			El golpe comenzó con el aislamiento de Gorbachov, quien fue mantenido bajo arresto domiciliario en su dacha de Crimea. Los golpistas enviaron tanques a Moscú y declararon un estado de emergencia. Sin embargo, el golpe encontró una fuerte resistencia, especialmente en la capital. Y también de parte de los principales gobernantes occidentales, que exigían pruebas de que Gorbachov estaba vivo y a salvo.

			Boris Yeltsin, presidente de la Federación Rusa, se convirtió en el líder de la oposición al golpe, y desde la Casa Blanca rusa (como se conoce el edificio del Parlamento en Moscú), Yeltsin organizó la resistencia popular. Incluso, en un acto simbólico, el primer día del golpe subió a un tanque frente a la Casa Blanca moscovita y llamó a los ciudadanos a defender la democracia. Miles acudieron a las calles, bloqueando el avance de los tanques.

			La falta de coordinación entre los golpistas, la resistencia popular y la lealtad de buena parte del ejército a Yeltsin llevaron al fracaso del golpe en solo tres días. El 21 de agosto, los insurreccionistas fueron arrestados, y Gorbachov regresó a Moscú. Sin embargo, el intento de golpe había debilitado aún más su autoridad y aceleró el colapso final de la Unión Soviética. En las semanas siguientes, Yeltsin consolidó su poder, prohibió las actividades del Partido Comunista en Rusia y preparó el terreno para la disolución formal de la URSS, en diciembre de 1991.

			“Mijaíl Gorbachov fue un agente de cambio crucial tanto en su país como en el extranjero. Se propuso preservar la Unión y hacerla más viable. Trató de reformar y revitalizar la URSS y reposicionarla para que siguiera compitiendo con Occidente, aunque de manera pacífica. Tenía objetivos claros y amplios, pero no tenía nada claro cómo alcanzarlos”, asegura la historiadora Kristina Spohr. “Tras comenzar con una reforma económica parcial, pronto se radicalizó, convencido de que la verdadera reestructuración solo funcionaría si se combinaba con la liberalización política. La perestroika y la glásnost  fueron de la mano. Todo esto formaba parte del proceso de adaptación”.

			“Su visión de Europa contemplaba un ‘hogar común europeo’ en el que una Unión Soviética reformada tendría su sitio entre todas las demás naciones europeas. Su visión de las futuras relaciones entre Estados Unidos y la Unión Soviética incluía la cooperación y asociación entre superpotencias a pesar de las diferencias ideológicas, unas relaciones que iban más allá de la mera coexistencia pacífica, respaldadas por serios esfuerzos de control de armamento, especialmente a través de los tratados de Fuerzas Convencionales en Europa (FCE) y de Reducción de Armas Nucleares Estratégicas (START por sus siglas en inglés), firmados, respectivamente, en 1990 y 1991”6.

			El golpe de agosto de 1991 marcó el final simbólico del sistema soviético y, aunque fracasó en su intento de restaurar el control central, mostró la profunda división dentro de la élite soviética y evidenció que el sistema estaba en su etapa terminal. Este evento, combinado con las crecientes demandas de independencia en las repúblicas soviéticas, selló el destino de la URSS.

			Finalmente, el 8 de diciembre de 1991, los líderes de Rusia, Ucrania y Bielorrusia firmaron los Acuerdos de Belavezha, declarando formalmente la disolución de la Unión Soviética y estableciendo la Comunidad de Estados Independientes (CEI).

			Días, más tardes, el 25 de diciembre, Gorbachov renunció como presidente de la URSS, marcando el fin oficial de una potencia que había moldeado gran parte del siglo XX. La caída de la Unión Soviética no solo puso fin a la Guerra Fría, sino que también transformó radicalmente el panorama político y económico mundial.

			Un ejemplo de ello fue la experiencia del cosmonauta soviético Serguéi Krikaliov, quien el 19 de mayo de 1991 despegó a bordo de la nave Soyuz TM-12 hacia la estación espacial Mir, acompañado por el comandante Anatoli Artsebarski y la astronauta británica Helen Sharman. Inicialmente, su misión estaba programada para durar aproximadamente cinco meses. 

			Sharman, la primera británica en viajar al espacio, estuvo en la estación Mir apenas ocho días, ya que regresó a la Tierra el 26 de mayo de 1991 en la Soyuz TM-11, junto con los cosmonautas soviéticos Víktor Afanásiev y Musa Manárov, quienes habían completado su misión de larga duración en la estación. Mientras que Artsebarski permaneció en la Mir por cinco meses, hasta el 10 de octubre de 1991. Durante su estadía fuera del planeta, realizó seis caminatas espaciales para instalar y reparar equipos en la estación. 

			El colapso político y económico impidió el envío de una tripulación de relevo, lo que obligó a Krikaliov a prolongar su permanencia en órbita. Finalmente, tras 312 días en el espacio y más de cinco mil órbitas alrededor de la Tierra, Krikaliov regresó el 25 de marzo de 1992. Cuando aterrizó, la Unión Soviética ya no existía y, por lo tanto, él ya no era ciudadano soviético, sino ruso, pues la URSS se había disuelto en su ausencia.

			Con el colapso de la Unión Soviética, quince repúblicas soviéticas obtuvieron su independencia: Armenia, Azerbaiyán, Bielorrusia, Estonia, Georgia, Kazajistán, Kirguistán, Letonia, Lituania, Moldavia, Rusia, Tayikistán, Turkmenistán, Ucrania y Uzbekistán. Cada una de estas naciones enfrentó desafíos únicos en su transición hacia sistemas políticos y económicos independientes.

			Los primeros en consolidar su independencia fueron los Estados bálticos. Estonia, Letonia y Lituania, que habían sido anexados por la URSS en 1940, declararon su independencia en 1990, pero solo fueron reconocidos oficialmente tras el intento fallido de golpe en Moscú. Todas ellas iniciaron rápidas reformas que fueron transformando sus sociedades.

			En Estonia, la economía experimentó un crecimiento anual promedio del 7 % entre 1995 y 2000, gracias a la adopción temprana de políticas de libre mercado. Letonia y Lituania también iniciaron reformas drásticas, reduciendo la inflación que había alcanzado el 900 % en Letonia, en 1992.

			Y Ucrania, con su independencia proclamada el 24 de agosto de 1991, se convirtió en el segundo país más importante surgido tras el co-
lapso soviético, con una población de cincuenta y dos millones (1991). 

			La transición ucraniana fue compleja. Se mantuvo bajo un sistema político semipresidencial con el liderazgo de Leonid Kravchuk, quien fue elegido primer presidente el 1 de diciembre de 1991, con el 61 % de los votos.

			Además, Ucrania heredó el tercer arsenal nuclear más grande del mundo7, que finalmente entregó en virtud del Memorándum de Budapest de 1994, a cambio de garantías de seguridad por parte de Rusia, Estados Unidos y el Reino Unido.

			Al mismo tiempo, la región del Cáucaso se transformó en un foco de inestabilidad. El conflicto de Nagorno-Karabaj entre Armenia y Azerbaiyán (1988-1994) resultó en más de veinticinco mil muertos y un millón de desplazados. En Georgia, la independencia en 1991 estuvo marcada por guerras civiles y separatismos en Abjasia y Osetia del Sur.

			En ese contexto, el fin de la Guerra Fría dejó a la OTAN como la
principal alianza militar en Europa8. Y por eso, ante el vacío de poder y la inseguridad percibida en los Estados poscomunistas, muchos países de la antigua Europa del Este buscaron ingresar en la alianza.

			En 1997, el Acta Fundacional OTAN-Rusia intentó establecer una relación de cooperación, pero no evitó tensiones posteriores. En 1999, Polonia, Hungría y la República Checa se convirtieron en los primeros miembros del antiguo bloque oriental en unirse a la OTAN. Este movimiento fortaleció la presencia occidental en Europa Central.

			La segunda gran expansión ocurrió en 2004 con la adhesión de Estonia, Letonia, Lituania, Eslovaquia, Eslovenia, Bulgaria y Rumania. Los países bálticos, en particular, buscaban protección contra posibles futuras amenazas rusas.

			Sin embargo, la expansión de la OTAN hacia el este fue percibida por Rusia como una amenaza directa. En 2008, la cumbre de Bucarest discutió la posible inclusión de Ucrania y Georgia, lo que intensificó las tensiones. Rusia respondió invadiendo Georgia en agosto de 2008 y más tarde anexando ilegalmente Crimea, en 2014.

			Mientras tanto, tras la disolución de la URSS, Rusia asumió el papel de estado sucesor9, con Boris Yeltsin como su primer presidente. Yeltsin enfrentó enormes desafíos para transformar una economía planificada en una de mercado.

			En enero de 1992, el gobierno introdujo reformas diseñadas por Yegor Gaidar10, pero la liberalización de precios provocó una inflación del 2.500 % ese año, lo que redujo drásticamente el poder adquisitivo. El PIB ruso cayó un 40 % entre 1991 y 1998, y el desempleo superó el 13 % en 1995.

			A su vez, las privatizaciones masivas de activos estatales, especialmente en sectores estratégicos como el petróleo, gas y minería, favorecieron la aparición de oligarcas como Mijaíl Jodorkovski y Román Abramóvich. Y en 1995, las subastas de préstamos por acciones otorgaron el control de empresas como Yukos (una de las mayores compañías petroleras de Rusia) y Norilsk Nickel (principal compañía minera y metalúrgica de Rusia y del mundo, especializada en la extracción y procesamiento de metales no ferrosos y preciosos) a grupos privados a precios irrisorios, consolidando un sistema de desigualdad extrema.

			Asimismo, la situación política rusa también enfrentó importantes desafíos. En 1993, una disputa entre Yeltsin y el Parlamento culminó en el asedio y bombardeo de la Casa Blanca rusa en Moscú, lo que dejó más de ciento cincuenta muertos. Este evento consolidó a Yeltsin como líder, pero debilitó la democracia emergente.

			Además, en 1998, Rusia enfrentó una crisis financiera que provocó la devaluación del rublo, la bancarrota de numerosas empresas y la renuncia del gabinete de Serguéi Kiriyenko. El crecimiento económico no se recuperaría hasta los años 2000, con un joven Vladímir  Putin ya como presidente.

			En medio de este histórico proceso de cambios políticos de alcance mundial, es imposible no detenernos en la figura de Erich Honecker, último líder de Alemania Oriental (RDA) entre 1971 y 1989, y su vínculo con Chile.

			Honecker renunció el 18 de octubre de 1989 a su cargo como secretario general del Partido Socialista Unificado de Alemania, presionado por miembros del propio partido, en medio de crecientes protestas sociales y una crisis interna que erosionó el control del país. Fue reemplazado por Egon Krenz, pero esto no detuvo el desmoronamiento del régimen ni el colapso del Muro de Berlín, el 9 de noviembre de 1989.

			Tras la reunificación alemana, en 1990, Honecker se enfrentó a cargos judiciales en la nueva Alemania unificada, acusado de haber dado la orden de disparar contra personas que intentaban cruzar el Muro de Berlín. Inicialmente, encontró refugio en una base militar soviética en Alemania, pero la disolución de la Unión Soviética complicó su situación. Y por eso, en 1991, se trasladó a Moscú, donde buscó asilo en la Embajada de Chile.

			En ese entonces, el gobierno del presidente Patricio Aylwin había nombrado a Clodomiro Almeyda como embajador en Moscú, en 1990.

			Honecker permaneció refugiado en la embajada chilena durante seis meses (entre diciembre de 1991 y julio de 1992), hasta que producto de la presión de Alemania las autoridades rusas extraditaron a Honecker ese año. Entonces, fue llevado a juicio en Berlín, acusado de crímenes relacionados con las muertes de personas que intentaron escapar de la RDA. Sin embargo, el proceso judicial fue interrumpido debido a su deteriorado estado de salud; Honecker padecía cáncer de hígado.

			En 1993, se le permitió viajar a Chile para reunirse con su esposa, Margot Honecker, y su hija Sonja, quienes ya residían allí. Pasó sus últimos años en Santiago de Chile, viviendo en relativa oscuridad y sin mayor protagonismo político. Honecker murió el 29 de mayo de 1994, a los ochenta y un años.

			La figura de Honecker sigue siendo controvertida, considerado por algunos como un símbolo del autoritarismo comunista y, por otros, como un líder que brindó estabilidad a Alemania Oriental. Su vida posterior al poder ilustra el destino de muchos líderes de regímenes comunistas tras el fin de la Guerra Fría: la confrontación con su pasado y la caída en desgracia en un nuevo orden mundial.

			Los complejos años noventa

			Con el colapso de la Unión Soviética y el fin de la Guerra Fría, Estados Unidos emergió como la única superpotencia global, consolidando un dominio sin precedentes en la política internacional, la economía y la cultura global. Este periodo (1992-2001) marcó un cambio fundamental en el orden internacional: el mundo pasó de estar definido por un equilibrio bipolar entre Estados Unidos y la Unión Soviética a un sistema unipolar liderado por Washington. Este cambio fue articulado explícitamente por el presidente republicano George H. W. Bush, quien afirmó que Estados Unidos no solo era la única potencia real tras el fin de la Guerra Fría, sino que también tenía la responsabilidad de garantizar la estabilidad y el progreso del nuevo orden mundial.

			En discursos clave, como el pronunciado ante el Congreso estadounidense en marzo de 1991, Bush presentó la visión del “nuevo orden mundial ”, defendiendo un sistema basado en la cooperación internacional bajo la guía de Estados Unidos, con el compromiso de promover la paz, la democracia y los derechos humanos11. Esta visión definió el enfoque de política exterior de EE. UU. durante los años noventa y estableció el tono para una década de intervenciones militares, expansión cultural y liderazgo económico.

			La hegemonía estadounidense no solo se manifestó en su poderío militar y económico, sino también en su creciente involucramiento en conflictos internacionales, bajo la premisa de que Estados Unidos tenía la capacidad y la obligación de intervenir para mantener la paz y proteger los derechos humanos. La administración republicana de Bush padre, y posteriormente la del demócrata Bill Clinton, utilizaron esta doctrina para justificar una serie de acciones militares y diplomáticas en todo el mundo.

			Por ejemplo, en Somalia, la Operación Restaurar la Esperanza, iniciada en diciembre de 1992, a pocos días de que Bush dejara la Casa Blanca, y continuada luego por Bill Clinton, reflejó el compromiso de Estados Unidos con las intervenciones humanitarias. Su objetivo era garantizar la distribución de ayuda en Somalia (como alimentos y medicinas), devastada por la guerra civil y la hambruna. Sin embargo, la misión se complicó cuando las fuerzas estadounidenses se enfrentaron a las milicias locales que robaban y traficaban esa ayuda en el mercado negro. La más peligrosa de ellas era liderada por Mohamed Farrah Aidid.

			En ese contexto, la batalla de Mogadiscio, el 3 y 4 de octubre de 1993, que dejó dieciocho soldados estadounidenses muertos y cientos de somalíes fallecidos, expuso los riesgos de estas intervenciones12. Las imágenes de los cadáveres de soldados estadounidenses arrastrados por las calles de la capital somalí impactaron profundamente a la opinión pública, llevando a la retirada de las fuerzas estadounidenses en 1994.

			En contraste, la inacción de Estados Unidos y la comunidad internacional durante el genocidio de Ruanda —al año siguiente— dejó un profundo cuestionamiento sobre las limitaciones del compromiso humanitario. ¿La razón? Entre abril y julio de 1994, alrededor de ochocientas mil personas, en su mayoría tutsis, fueron asesinadas en cien días. Esta vez no hubo un despliegue militar internacional a gran escala, influido por el temor a repetir los errores de Somalia, y años después Bill Clinton reconocería esta omisión como uno de los mayores errores de su administración.

			Por su parte, la desintegración de Yugoslavia a principios de los años noventa condujo a una serie de conflictos étnicos, políticos y religiosos, en los cuales Estados Unidos y la OTAN desempeñaron un papel que pudo ser mayor . 

			En Bosnia (1992-1995), la guerra civil incluyó el sitio de Sarajevo y atrocidades como la masacre de Srebrenica, en julio de 1995, donde más de ocho mil musulmanes bosnios fueron asesinados. En respuesta, Estados Unidos lideró una campaña aérea de la OTAN (“Operación Fuerza Deliberada”), en agosto de 1995, que facilitó la negociación de los Acuerdos de Dayton, firmados el 14 de diciembre de 1995.

			Años después, en Kosovo (1999), la OTAN intervino nuevamente para detener la limpieza étnica llevada a cabo por las fuerzas yugoslavas bajo Slobodan Milošević. La campaña de bombardeos (“Operación Fuerza Aliada”), liderada por EE. UU., comenzó el 24 de marzo de 1999 y obligó a las fuerzas yugoslavas a retirarse de Kosovo tras setenta y ocho días.

			Y aunque precedió al periodo de 1992-2001, la guerra del Golfo consolidó el liderazgo militar norteamericano en la región. La invasión de Kuwait por Irak, en agosto de 1990, llevó a la formación de una coalición internacional liderada por Estados Unidos, que movilizó a más de quinientos mil soldados13 en la Operación Tormenta del Desierto. En febrero de 1991, las fuerzas iraquíes fueron expulsadas de Kuwait. Sin embargo, la decisión de no derrocar a Saddam Hussein dejó tensiones latentes en la región, que continuarían en los años siguientes.

			Además de su liderazgo militar, Estados Unidos también dominó la cultura y la economía global durante este periodo. Conceptualizado como “poder blando” por el politólogo Joseph Nye, este se expresó a través de la expansión de su influencia cultural, tecnológica y económica. Por ejemplo, Hollywood se consolidó como el epicentro del cine internacional. Películas como Titanic (1997), que recaudó más de US$ 2.200 millones, y Jurassic Park (1993), fueron éxitos globales. En la música, artistas como Michael Jackson, Madonna y Britney Spears alcanzaron una fama sin precedentes, mientras que géneros como el pop y el hip-hop de origen estadounidense, dominaron la escena movilizados también por los nuevos avances en las telecomunicaciones.

			A su vez, el auge de la tecnología fue liderado también por empresas estadounidenses como Microsoft, Apple e Intel, que impulsaron la revolución informática. La popularización de la internet transformó la comunicación global, pasando de menos del 1 % de la población conectada en 1990 al 5 % en 2000; casi seis millones de personas en 1990 y cerca de cuatrocientos millones en 2000. Eso posibilitó la aparición del comercio electrónico, que comenzó a despegar con la fundación de empresas como Amazon en 1994 y eBay en 1995.

			Durante la década de 1990, la economía estadounidense experimentó un crecimiento notable, alcanzando un promedio del 4 % anual entre 1992 y 2000. Este aumento fue impulsado por varios factores, incluyendo la expansión de la inversión en tecnología y un entorno económico favorable.

			Según datos del Bureau of Economic Analysis, el Producto Interno Bruto (PIB) de Estados Unidos creció a una tasa promedio de 3,6 %
anual durante la década de los noventa, con peaks significativos en años como 1999, cuando el crecimiento alcanzó el 4,2 %14.

			La expansión económica fue sostenida y se caracterizó por un bajo desempleo y una inflación controlada, lo que permitió un ambiente propicio para el crecimiento empresarial y el consumo.

			La administración de Bill Clinton logró superávits presupuestarios consecutivos por primera vez desde la década de 1960. Y en el año fiscal 2000, alcanzó aproximadamente US$ 236 mil millones , lo que representó el mayor superávit fiscal desde 194815. Este aumento fue utilizado para reducir la deuda pública y financiar programas sociales como Medicare y la Seguridad Social, reflejando un enfoque fiscal conservador en medio de un crecimiento económico robusto.

			Sin embargo, esta supremacía enfrentó desafíos significativos hacia finales de la década, como el surgimiento del terrorismo transnacional, representado por Al Qaeda, y el ascenso de nuevos actores globales como China, que comenzarían a reconfigurar el equilibrio de poder en el siglo XXI.

			El crecimiento de China durante los años noventa y su integración en el sistema global redefinieron su papel como un actor central en la economía y la política mundial. Bajo el liderazgo de Deng Xiaoping, quien continuó impulsando reformas económicas iniciadas en 1978, China experimentó un crecimiento sostenido a lo largo de toda la década.

			Durante el período mencionado, la economía de China experimentó un crecimiento extraordinario, con un aumento promedio anual del PIB superior al 9 %. En 1990, el PIB nominal de China era de aproximadamente US$ 360 mil millones, y para el año 2001, había crecido a US$ 1,3 billones.

			Desde 1990 hasta 2001, China tuvo un crecimiento del PIB que promedió cerca del 9 % anual. Este crecimiento fue impulsado por estratégicas reformas económicas y una apertura al comercio internacional16.

			El PIB nominal de China en 1990 fue reportado como de US$ 360 mil millones, mientras que en 2001 llegó a los US$ 1.339 mil millones, lo que representaba un aumento notable y estableció a China como uno de los motores económicos globales.

			Las exportaciones chinas crecieron de US$ 62 mil millones en 1990 a más de US$ 325 mil millones en 2001, consolidando su posición como un actor clave en el comercio global. Y cuando se produjo la crisis asiática  (1997-1998), China jugó un papel crucial al mantener la estabilidad del yuan, lo que ayudó a evitar un colapso mayor en los mercados asiáticos. Este movimiento fortaleció su reputación como un actor responsable en el sistema financiero internacional.

			En estas condiciones, el 11 de diciembre de 2001, China se unió a la Organización Mundial del Comercio (OMC), marcando un punto de inflexión en su integración global. Esto no solo impulsó su economía, sino que también atrajo inversión extranjera directa, que pasó de US$ 3.500 millones en 1990 a US$ 46.000 millones en 2001.

			Pero China no solo buscó consolidar su economía; también inició un proceso de “recuperación territorial”. En 1997, Hong Kong fue devuelto a China por el Reino Unido bajo el principio de “un país, dos sistemas”, que garantizaba un alto grado de autonomía para Hong Kong hasta 2047. Y lo mismo hizo en 1999, cuando recuperó Macao de manos portuguesas.

			Mientras tanto, en Europa, se vivió uno de los periodos más significativos de integración política y económica. En 1993, el Tratado de Maastricht entró en vigor, estableciendo formalmente el nacimiento de la Unión Europea (UE) y ampliando sus competencias más allá de lo económico, hacia áreas como la política exterior, la seguridad y la justicia. Este tratado sentó las bases para una mayor cohesión política entre los Estados miembros y redibujó el continente.

			Durante los años noventa, se firmaron acuerdos de asociación con ex países comunistas de Europa del Este, como Polonia, Hungría y la República Checa, preparándolos para la adhesión a la UE. Aunque no se incorporaron oficialmente hasta 2004.

			En 1999, se introdujo el euro como moneda común para once países distintos, incluidos Alemania, Francia, Italia y España, aunque inicialmente solo para transacciones electrónicas. Y en 2001, Grecia se unió al sistema del euro, llevando a doce países europeos a compartir una moneda común, que representaba aproximadamente el 15 % del PIB global. 

			Asimismo, la UE también desempeñó un papel en la estabilización de los Balcanes tras los conflictos derivados de la disolución de Yugoslavia. En Bosnia, los acuerdos de paz de Dayton, en 1995, sentaron las bases para la reconstrucción, mientras que, en Kosovo, la intervención de la OTAN de 1999, con apoyo europeo, marcó un punto crítico en la región17.

			Pero mientras Europa avanzaba hacia una mayor integración y China consolidaba su posición económica, el Medio Oriente y el mundo islámico vivían una etapa de creciente inestabilidad. El isla-
mismo radical, alimentado por la ocupación soviética de Afganistán
(1979-1989) y los conflictos posteriores, emergió como una fuerza desestabilizadora en los años 90 y Al Qaeda, liderada por Osama bin Laden, se convirtió en el principal símbolo del terrorismo global18. 

			En ese aspecto, Andrea Arístegui y Gonzalo Montaner lo explican muy bien en su libro 11S. La amenaza de Al Qaeda continúa: 

			“A fines del siglo XX, Al Qaeda comenzaba a dirigir una serie de grupos yihadistas repartidos por el mundo y operaba en funciones de proselitismo y financiamiento en los Estados Unidos y Europa. Asimismo, reclutaba combatientes de las más diversas latitudes, ya que tenía la capacidad de llamar a todos los musulmanes del orbe, pues había ganado el apoyo de varios clérigos radicales. Estas acciones hallaron asidero en un mundo que se volvía cada vez más multicultural y cosmopolita, y donde se hacía más fácil la penetración y el despliegue del alqaedismo”19.

			El primer atentado contra las Torres Gemelas, en febrero de 1993, fue la alerta de esta nueva clase de peligro, tan diferente a la amenaza comunista soviética. Y para la cual Estados Unidos no parecía estar preparado. Al menos así lo recuerda Richard Clarke, quien fuera coordinador  del Consejo Nacional de Seguridad en los gobiernos de George H. W. Bush, Bill Clinton y George W. Bush.

			“Hacía tres años que Osama bin Laden había formado Al Qaeda. Y en la CIA y el FBI no solo nadie conocía esta organización, sino que, al parecer, tampoco habían oído hablar de Bin Laden. En las reuniones que mantuvimos en 1993, nunca se había mencionado ese nombre entre los sospechosos del atentado al World Trade Center”20.

			Tres años después, en 1996, Bin Laden emitió una fatwa declarando la guerra contra Estados Unidos y sus aliados. Y para 1998, Al Qaeda perpetró los atentados simultáneos contra las embajadas estadounidenses en Nairobi (Kenia) y Dar es Salaam (Tanzania), dejando 224 muertos y más de cuatro mil heridos. Hasta que en 2000, el destructor USS “Cole” fue atacado en Yemen, causando la muerte de diecisiete tripulantes estadounidenses.

			Por otro lado, los Acuerdos de Oslo de 1993 ofrecieron esperanza para resolver el conflicto entre israelíes y palestinos, pero el asesinato del primer ministro israelí Yitzhak Rabin (1995), el inicio de la Segunda Intifada (2000) y el fallecimiento de Yasser Arafat (2004) profundizaron las divisiones y el proceso de paz acabó descarrilando.

			A su vez, bajo el régimen de Saddam Hussein, Irak enfrentó severas sanciones económicas y restricciones militares impuestas por Naciones Unidas tras la primera guerra  del Golfo. Las sanciones contribuyeron a una crisis humanitaria, exacerbando las tensiones en la región.

			Y en 1996, tras casi una década de guerra civil luego de la retirada soviética, los talibanes tomaron el control de Kabul y establecieron un régimen basado en una interpretación estricta de la ley coránica, también conocida como sharía. De esta forma, Afganistán se convirtió en un refugio seguro para Al Qaeda y en un punto central de tensión geopolítica que continuaría durante la década siguiente. 

			Todo esto sería el preámbulo para una nueva etapa que marcaría no solo a Estados Unidos, sino al mundo entero.

			La Guerra contra el Terrorismo

			El 11 de septiembre de 2001 fue un punto de inflexión en la historia contemporánea, transformando las relaciones internacionales, la política de seguridad y el orden global. Los ataques terroristas perpetrados por el grupo islamista Al Qaeda —tras años de planificación— buscaban infligir un golpe devastador a Estados Unidos, tanto simbólica como estratégicamente, para mostrar la vulnerabilidad del país y movilizar al mundo musulmán contra lo que Bin Laden percibía como una “agresión estadounidense en Medio Oriente”.

			El arquitecto del plan fue Jalid Sheij Mohammed, quien presentó la idea a Bin Laden en 1996. Tras su evaluación, el líder de Al Qaeda aprobó y financió el ataque, asignando aproximadamente quinientos mil dólares para su ejecución.

			El primer paso fue la conformación de un equipo que llevara adelante la operación. Diecinueve hombres, de ellos quince provenientes de Arabia Saudita, fueron seleccionados para llevar a cabo el ataque. Todos recibieron entrenamiento en Afganistán antes de infiltrarse en Estados Unidos, donde tomaron clases de vuelo y vivieron de manera discreta.

			El 11 de septiembre cuatro aviones comerciales fueron secuestrados casi simultáneamente con el objetivo de convertirlos en verdaderos misiles: el vuelo 11 de American Airlines, a las 8:46 a. m.,
impactó la Torre Norte del World Trade Center en Nueva York; el vuelo 175 de United Airlines, a las 9:03 a. m., fue estrellado contra la Torre Sur; el vuelo 77 de American Airlines, a las 9:37 a. m., impactó contra el Pentágono en Arlington, Virginia; y el vuelo 93 de United Airlines, a las 10:03 a. m., cayó en un campo en Shanksville, Pensilvania, después de que los pasajeros intentaran retomar el control de la aeronave. Se cree que su objetivo era el Capitolio o la Casa Blanca.

			Tras un día que parecía sacado de una película de Hollywood, los atentados dejaron 2.977 víctimas mortales y más de seis mil heridos, la mayoría en el colapso de las Torres Gemelas. Entre las víctimas se encontraban ciudadanos de más de noventa países, incluyendo a dos chilenos: Juan Armando Ceballos y Roy Michael Noel Wallace Moreno21.

			Los daños materiales se estimaron en más de US$ 60.000 millones de dólares, mientras que el impacto económico indirecto en sectores como la aviación y el turismo fue de cientos de miles de millones.

			A lo anterior hubo que agregar que más de cuatrocientos bomberos y socorristas perdieron la vida en las operaciones de rescate, y miles más quedaron expuestos a toxinas que les provocaron enfermedades a largo plazo.

			En ese contexto, el 11S no fue un evento aislado, sino el clímax de una larga serie de tensiones entre Al Qaeda y Estados Unidos. ¿Cuáles fueron y por qué?

			En primer lugar, tras la primera guerra del Golfo (1990-1991), Estados Unidos desplegó tropas en Arabia Saudita, lo que Bin Laden consideraba una “profanación” de los lugares sagrados del islam, como La Meca y Medina.

			A su vez, la política estadounidense del presidente George W. Bush de apoyo a Israel y su papel en el conflicto palestino-israelí alimentaron el resentimiento en el mundo árabe. Y las sanciones impuestas por Naciones Unidas y promovidas por Estados Unidos tras la guerra del Golfo acabaron contribuyendo a una crisis humanitaria en Irak, lo que fue utilizado por Al Qaeda para ganar apoyo.

			El 11S marcó un punto de inflexión en la política exterior y de seguridad de Estados Unidos, y la respuesta de Washington no se hizo esperar. En menos de una semana, el presidente Bush declaró el inicio de la Guerra contra el Terrorismo, con el objetivo de eliminar no solo a los responsables directos, sino también a todas las organizaciones y Estados que apoyaran el terrorismo: “La búsqueda está en marcha para encontrar a aquellos que estuvieron detrás de estos perversos actos. He destinado todos los recursos de nuestras agencias de inteligencia y de seguridad para encontrar a los responsables y llevarlos ante la justicia. No haremos ninguna distinción entre los terroristas que cometieron estos actos y aquellos que los amparan”.

			El 7 de octubre de 2001, menos de un mes después de los ataques, EE.UU. lanzó la Operación Libertad Duradera, una intervención militar en Afganistán para derrocar al régimen talibán, que había ofrecido refugio a Osama bin Laden y a los líderes de Al Qaeda, y que albergaba los campos de entrenamiento de la organización terrorista.

			En diciembre de 2001, las fuerzas estadounidenses y sus aliados de la OTAN tomaron Kabul y establecieron un gobierno provisional liderado por Hamid Karzai. 

			A pesar de los esfuerzos iniciales para capturar a Bin Laden, este logró evadir a las fuerzas estadounidenses, lo que llevó a un conflicto prolongado: la guerra se extendió durante dos décadas y se convirtió en el conflicto más largo en la historia de Estados Unidos22. De hecho, se estima que la guerra en Afganistán —para 2021— superó los dos billones de dólares, considerando tanto los gastos militares como los costos de reconstrucción y asistencia.

			En términos internos, en octubre de 2001, el Congreso aprobó la Ley Patriota, que amplió significativamente las capacidades de vigilancia y seguridad interna del gobierno estadounidense. Aunque justificadas en el contexto de la lucha antiterrorista, estas medidas fueron criticadas por erosionar derechos civiles y libertades individuales.

			En esa línea, tras la invasión de Afganistán, EE.UU. enfrentó el desafío de manejar un gran número de detenidos sospechosos de vínculos con Al Qaeda, los talibanes y otras organizaciones terroristas. Por eso, el 11 de enero de 2002, los primeros veinte detenidos llegaron a la base naval de Guantánamo (Cuba), en condiciones que levantaron alarmas sobre posibles violaciones a los derechos
humanos.

			La presencia estadounidense en Guantánamo se remonta al Tratado cubano-estadounidense, firmado en 1903 (tras la guerra entre EE.UU. y España de 1898), mediante el cual Cuba arrendó de manera perpetua a Estados Unidos un área de aproximadamente 117 km2  en la bahía de Guantánamo (sureste de la isla) para establecer estaciones navales y de embarque. Según este acuerdo, Estados Unidos tendría “jurisdicción y control absoluto” sobre la zona, pero reconociendo la “soberanía suprema” de Cuba sobre el territorio. 

			El arriendo se fijó en dos mil dólares en oro al año. Sin embargo, en 1934, el presidente Franklin D. Roosevelt actualizó el acuerdo con una nueva cláusula, estableciendo que el arriendo solo podía ser cancelado si ambas partes estaban de acuerdo. Además, el pago anual fue ajustado a US$ 4.085.

			Tras la revolución cubana de 1959, el gobierno de La Habana rechazó el pago del arriendo como un símbolo de su oposición a la presencia estadounidense en la isla. Según el expresidente Fidel Castro, Cuba había aceptado solo uno de estos cheques por error, mientras que el resto había sido devuelto o ignorado.

			En este contexto, la base de Guantánamo23 fue elegida debido a su ubicación fuera del territorio continental estadounidense, lo que se consideró estratégicamente ventajoso para mantener a los detenidos fuera del alcance del sistema judicial de EE.UU., limitando sus derechos legales.

			En palabras del entonces secretario de Defensa, Donald Rumsfeld, los detenidos eran “los peores de los peores”, justificando su confinamiento indefinido sin cargos formales ni juicios. Pero lo cierto es que el uso de Guantánamo estuvo marcado por numerosas denuncias de abusos, incluida la práctica de técnicas de interrogatorio que muchos organismos, como Amnistía Internacional y Human Rights Watch, calificaron como tortura. Además, uno de los aspectos más polémicos de Guantánamo fue el estatus legal de sus prisioneros.

			Los detenidos fueron clasificados como “combatientes enemigos ilegales” (también se usó el concepto de “combatientes irregulares”), una categoría que, según el gobierno de Bush, los excluía de las protecciones de la Convención de Ginebra. Esta clasificación permitió mantener a los prisioneros en un limbo legal, sin acceso a abogados ni derechos legales básicos durante años.

			A pesar de eso, en 2004, la Corte Suprema de Estados Unidos, en el caso Rasul versus Bush, dictaminó que los detenidos tenían derecho a impugnar su detención en tribunales federales. Sin embargo, los procesos legales continuaron siendo limitados y opacos.

			Entre 2002 y 2008, más de 780 detenidos pasarían por Guantánamo, provenientes de al menos 49 países, incluidos Afganistán, Pakistán, Yemen y Arabia Saudita. Y aunque a lo largo de los años, la mayoría de los detenidos fueron liberados o transferidos a sus países de origen, para 2021 aún permanecían 39 prisioneros, muchos de los cuales llevaban más de dos décadas detenidos sin juicio24.

			Dentro de las consecuencias globales del 11S estuvo la reconfiguración de las alianzas internacionales. Por ejemplo, la OTAN invocó por primera vez el artículo 5 de su tratado fundacional, declarando que el ataque a EE. UU. era un ataque contra todos sus miembros. Esto reforzó el compromiso de la alianza y su participación en la guerra en Afganistán.

			El 11 de septiembre de 2001 también marcó un punto de inflexión en la historia del terrorismo global. Con los atentados contra las Torres Gemelas y el Pentágono, Al Qaeda demostró su capacidad para organizar ataques a gran escala, empleando células descentralizadas y efectivos métodos de planificación. Sin embargo, lejos de ser un evento aislado, el 11S fue solo el inicio de una estrategia que llevó a la organización a expandirse mediante franquicias regionales, estableciendo redes en distintas partes del mundo. 

			Esta descentralización no solo permitió la supervivencia del grupo ante la presión de la Guerra contra el Terrorismo, sino que también posibilitó la ejecución de atentados devastadores en Asia, Europa y África en los años siguientes.

			Uno de los primeros y más mortíferos ataques perpetrados post 11S por una franquicia de Al Qaeda ocurrió en Bali, Indonesia, el 12 de octubre de 2002. En esta fecha, la célula yihadista Jemaah Islamiyah, estrechamente vinculada a la organización madre, detonó explosivos en la zona turística de Kuta, causando la muerte de 202 personas, en su mayoría extranjeros. 

			Este atentado no solo golpeó a Indonesia, sino que también puso en evidencia la creciente influencia de Al Qaeda en el Sudeste Asiático, una región donde el radicalismo islámico había encontrado terreno fértil. La respuesta de las autoridades locales, con apoyo de inteligencia australiana y estadounidense, llevó a la captura y ejecución de varios responsables, pero el ataque consolidó la existencia de una red terrorista con aspiraciones más allá de Medio Oriente.

			En el norte de África, otro ataque vinculado a Al Qaeda tuvo lugar en Casablanca, el 16 de mayo de 2003. En aquella ocasión, cinco explosiones casi simultáneas sacudieron la ciudad marroquí, causando 45 muertos y más de 100 heridos. La autoría recayó sobre el Grupo Islámico Combatiente Marroquí, una organización aliada de Al Qaeda en el Magreb Islámico (AQMI). A diferencia del atentado en Bali, que tuvo un objetivo más indiscriminado, los ataques en Casablanca incluyeron blancos específicos como el hotel Farah y el consulado belga, evidenciando una estrategia con un fuerte componente simbólico.

			Los años siguientes demostraron que Al Qaeda no solo expandía su presencia en Asia y África, sino que también se infiltraba en Europa. Un ejemplo paradigmático fue el atentado del 11 de marzo de 2004 en Madrid, donde diez explosivos colocados en mochilas estallaron en trenes de cercanía durante la hora punta matutina. La masacre dejó 193 muertos y más de 2.000 heridos, convirtiéndose en el peor atentado en la historia de España. 

			El ataque fue atribuido a una célula islamista vinculada a Al Qaeda en el Magreb Islámico, cuyo modus operandi evidenció la capacidad de la organización para aprovechar redes radicalizadas dentro de Europa. Este atentado tuvo además consecuencias políticas inmediatas, pues influyó en las elecciones generales celebradas días después y provocó un cambio en la política exterior española respecto a la guerra en Irak.

			Un año después, el 7 de julio de 2005, Londres sufrió un atentado similar cuando cuatro atacantes suicidas detonaron explosivos en el metro y un autobús de dos pisos. El ataque, que dejó 52 muertos y más de 700 heridos, mostró la capacidad de Al Qaeda para radicalizar ciudadanos europeos de origen musulmán, ya que los perpetradores eran británicos nacidos en el Reino Unido. El impacto del atentado fue profundo y llevó al endurecimiento de las políticas de seguridad en Europa, con un incremento de la vigilancia sobre comunidades susceptibles a la radicalización.

			El accionar de Al Qaeda no se limitó a ataques con explosivos. Entre el 26 y el 29 de noviembre de 2008, un comando de diez hombres armados ejecutó una serie de ataques en la ciudad de Bombay, India, dejando un total de 166 muertos. En esta ocasión, los terroristas no solo usaron explosivos, sino que también asaltaron hoteles de lujo, una estación de tren y un centro judío, demostrando una táctica de combate urbano que difería de los atentados suicidas clásicos. El grupo responsable, Lashkar-e-Taiba, tenía lazos con Al Qaeda y contó con apoyo desde Pakistán, lo que elevó las tensiones entre ambos países.

			El modelo de ataque con armas de fuego fue también empleado en África, donde Al Shabaab, una organización afiliada a Al Qaeda, llevó a cabo una masacre en el centro comercial Westgate de Nairobi, Kenia, el 21 de septiembre de 2013. Durante cuatro días, los terroristas tomaron rehenes y mataron indiscriminadamente a 67 personas. Este atentado demostró que, si bien el Estado Islámico iba ganado protagonismo en el terrorismo global en esos años, Al Qaeda aún mantenía presencia activa, en especial en regiones donde la fragilidad estatal permitía su expansión.

			El análisis de estos atentados revela que Al Qaeda, lejos de ser una organización estática, evolucionó y se adaptó a las condiciones cambiantes del terrorismo global. Mientras que los primeros ataques se basaban en atentados suicidas con explosivos, con el tiempo se incorporaron tácticas más amplias, como la toma de rehenes y el uso de armas de fuego en espacios cerrados. Asimismo, el surgimiento del Estado Islámico en la segunda década del siglo XXI no significó el declive de Al Qaeda, sino una reconfiguración de su estrategia para competir con el nuevo grupo y mantener su relevancia.

			Sin embargo, al pasar los años, las intervenciones militares de Estados Unidos alimentaron nuevos movimientos extremistas, precisamente como el Estado Islámico (ISIS), que surgiría en Irak tras la invasión de 2003 y el inicio de la guerra civil en Siria, en 2011.

			Paralelamente, mientras Estados Unidos se concentraba en su lucha contra el terrorismo, potencias como China y Rusia comenzaron a consolidar su influencia regional y global, marcando el inicio de un sistema más multipolar.

			En las décadas siguientes, las guerras derivadas del 11S dejaron más de 929.000 muertos, incluidos más de 387.000 civiles, según The Costs of War Project. Y el costo total de la Guerra contra el Terrorismo, que abarcó Afganistán, Irak y otros frentes, superó los ocho billones de dólares.

			La invasión a Irak, iniciada en marzo de 200325, marcó uno de los momentos más polémicos y transformadores en el panorama internacional del siglo XXI. Aunque promovida por Estados Unidos como una medida para enfrentar amenazas globales, la invasión y sus consecuencias alteraron significativamente el equilibrio geopolítico, la percepción de la hegemonía estadounidense y la estabilidad en el Medio Oriente. 

			La administración de George W. Bush justificó la invasión de Irak en marzo de 2003 bajo dos argumentos principales, aunque ambos fueron posteriormente cuestionados. El primero fue que el gobierno de Bush alegó que Irak, bajo el liderazgo de Saddam Hussein, poseía arsenales de armas químicas y biológicas, y estaba desarrollando armas nucleares. Esta narrativa fue respaldada por informes de inteligencia imprecisos de la CIA y el MI6 británico, así como por presentaciones como la de Colin Powell ante el Consejo de Seguridad de la ONU, el 5 de febrero de 2003. Sin embargo, tras la invasión, nunca se encontraron pruebas concluyentes de la existencia de dichas armas.

			El segundo es que Estados Unidos también vinculó a Hussein con Al Qaeda, sugiriendo que apoyaba a terroristas globales. Esta afirmación fue desacreditada por la Comisión del 11S, que concluyó que no había evidencia de colaboración entre Irak y Al Qaeda.

			Además de estas justificaciones oficiales, los críticos señalaron que el control de los vastos recursos petroleros de Irak y el deseo de “remodelar Medio Oriente” para establecer gobiernos más favorables a los intereses de Estados Unidos, eran las verdaderas motivaciones tras la idea de invadir Irak.

			El gobierno de Bush buscaba una segunda resolución que legitimara el uso de la fuerza contra Irak, después de la Resolución 1441 (noviembre de 2002), que había dado una última oportunidad a Irak para cumplir con sus obligaciones de desarme.

			Sin embargo, no se logró un consenso en el Consejo de Seguridad debido a la oposición de varios países, incluidos Francia, Rusia y Alemania, que abogaban por continuar con las inspecciones lideradas por Hans Blix, jefe de la Comisión de Monitoreo, Verificación e Inspección de la ONU (Unmovic).

			En ese momento, Chile —durante la presidencia de Ricardo Lagos— era uno de los miembros no permanentes del Consejo de Seguridad y desempeñó un papel importante al intentar mediar entre las partes. Lagos insistió en la necesidad de una solución multilateral, respaldada por el derecho internacional, y se inclinó hacia una postura de prudencia, señalando que las inspecciones debían continuar y que no había evidencia clara de armas de destrucción masiva en Irak.

			Finalmente, no se llevó a cabo la votación formal en el Consejo de Seguridad porque Estados Unidos, Reino Unido y España retiraron su propuesta, al darse cuenta de que no contaban con los nueve votos necesarios para aprobar la resolución, ni para superar un posible veto de Francia o Rusia.

			A pesar de ese fracaso en Naciones Unidas, la invasión comenzó el 20 de marzo de 2003, con una coalición liderada por Estados Unidos y Reino Unido. Otros países, como España, Italia, Polonia y Australia, también participaron en menor medida.

			El ataque inicial, conocido como “Conmoción y pavor” (Shock and awe), implicó un bombardeo masivo de Bagdad para desmoralizar al régimen de Hussein. Eso permitió que el 9 de abril, Bagdad cayera tras la retirada de las fuerzas iraquíes. Y las imágenes de la estatua de Saddam Hussein siendo derribada en la plaza Firdos se convirtieron en un símbolo de la victoria inicial de la coalición26.

			Saddam Hussein pasó meses oculto, hasta que fue capturado el 13 de diciembre de 2003 durante la Operación Amanecer Rojo, en Tikrit, su ciudad natal. Posteriormente fue entregado a la justicia iraquí, y en 2006 fue condenado y ejecutado por crímenes contra la humanidad.

			Sin embargo, a pesar de la rápida victoria militar, las decisiones políticas posteriores generaron un caos prolongado en Irak, exacerbando la inestabilidad en la región. Paul Bremer, jefe de la Autoridad Provisional de la Coalición (CPA), emitió dos órdenes controvertidas en mayo de 2003: la disolución del ejército iraquí, que dejó a más de cuatrocientos mil soldados sin empleo, muchos de los cuales luego se unieron a grupos insurgentes; y la política de “desbaasificación”, que excluyó a miembros del partido Baas de Hussein de participar en el nuevo gobierno, eliminando a gran parte de la burocracia administrativa del país.

			El vacío de poder y la exclusión de las comunidades sunitas del nuevo gobierno liderado por chiitas generaron una violenta insurgencia, y entre 2004 y 2007 Irak experimentó numerosos atentados suicidas y combates entre facciones sectarias.

			En abril de 2004, la insurgencia sunita se intensificó en ciudades como Faluya, donde los combates entre rebeldes y las fuerzas estadounidenses dejaron cientos de muertos. El grupo liderado por el jordano Abu Musab al Zarqawi, conocido como Al Qaeda en Irak, se convirtió en uno de los actores más violentos del conflicto. Sus tácticas brutales, como los atentados contra mezquitas chiitas, exacerbaron las tensiones sectarias.

			Las consecuencias globales del conflicto tuvieron un profundo impacto en la estabilidad del Medio Oriente. El derrocamiento de Saddam Hussein eliminó un contrapeso clave a la influencia de Irán en la región, que aprovechó el vacío de poder en Irak para expandir su influencia, apoyando a milicias chiitas y aumentando su presencia regional.

			La inestabilidad en Irak también contribuyó —años más tarde, en 2014— al surgimiento del Estado Islámico (ISIS), que aprovechó el descontento de las comunidades sunitas para establecer un califato en amplias zonas del norte de Irak y Siria (que se encontraba en plena guerra civil).

			Además, la falta de pruebas sobre las armas de destrucción masiva y los abusos cometidos por las fuerzas de la coalición, como los documentados en la prisión de Abu Ghraib (2004), dañaron la reputación internacional de Estados Unidos.

			Y mientras EE. UU. se enfocaba en Irak, potencias como China y Rusia aprovecharon para consolidar su influencia. Por ejemplo, en 2008, Rusia invadió Georgia, y China expandió su presencia económica en África y Asia.

			Según The Costs of War Project, la guerra en Irak dejó más de doscientos mil muertos, incluidos más de cien mil civiles iraquíes. El conflicto costó a EE.UU. más de dos billones de dólares, incluyendo los gastos relacionados con la atención médica de veteranos y los intereses de la deuda.

			Nuevos rivales y desafíos globales

			Entre 2001 y 2021, el panorama internacional experimentó transformaciones significativas que desafiaron el orden establecido. Mientras Estados Unidos concentraba sus esfuerzos en la lucha contra el terrorismo, potencias como China y Rusia expandieron su influencia, el Estado Islámico emergió como una amenaza global, y Occidente enfrentó tensiones internas. Estos fenómenos, interconectados y a menudo exacerbados por la Guerra contra el Terrorismo, reconfiguraron el equilibrio de poder hacia un mundo más multipolar y fragmentado.

			El ascenso de China como potencia global, especialmente tras su ingreso a la Organización Mundial del Comercio (OMC) en 2001, le permitió un crecimiento económico sostenido, con tasas anuales que superaron el 10 % durante gran parte de la década. Este crecimiento fue impulsado por reformas económicas y una apertura al comercio internacional, lo que permitió a China integrarse más plenamente en la economía global27.

			En 2001, el PIB nominal de China era de aproximadamente US$ 1,34 billones, y para 2011 había crecido a más de seis billones de dólares Este aumento tan significativo en el PIB ayudó a China a superar a Japón como la segunda economía más grande del mundo en 201028.

			El auge económico de China no solo transformó su propia economía, sino que también expandió su influencia internacional, especialmente en áreas como el comercio y la tecnología. Este crecimiento posicionó a China como un actor clave en los mercados globales y en las cadenas de suministro internacionales.

			La llegada de Xi Jinping al poder marcó un cambio crucial. Xi asumió como secretario general del Partido Comunista en noviembre de 2012 y como presidente de China en marzo de 2013, tras una carrera política ascendente dentro del partido. Esto representó un giro hacia una mayor centralización del poder, consolidada a través de campañas como la lucha contra la corrupción, que —de paso— sirvió para eliminar a rivales políticos clave. Así fue como, en 2018, Xi difuminó los límites del mandato presidencial, abriendo la posibilidad de permanecer en el poder indefinidamente.

			En el ámbito internacional, Xi lanzó en 2013 la iniciativa del Cinturón y la Ruta (BRI, por sus siglas en inglés), un ambicioso proyecto global de infraestructura con inversiones superiores a un billón de dólares. Esta iniciativa conectó a China con más de ciento cuarenta países mediante redes de transporte, energía y telecomunicaciones, consolidando su posición como un actor clave en África, Asia y América Latina. Además, el fortalecimiento de las capacidades tecnológicas y militares de China, incluido el desarrollo de sistemas de inteligencia artificial y la modernización de sus Fuerzas Armadas, la posicionaron como un competidor directo de Estados Unidos29.

			Por su parte, el regreso de Rusia como un actor geopolítico clave se produjo bajo el liderazgo de Vladímir Putin, quien asumió la presidencia por primera vez en mayo de 2000, tras ganar los comicios con el 52,94 % de los votos. Más tarde, en 2004, se repostuló para un segundo mandato presidencial y fue reelegido con el 71 % de los votos, lo que le permitió gobernar Rusia hasta 2008.

			Durante sus dos primeros mandatos (2000-2008), Putin aprovechó el auge de los precios del petróleo y el gas para estabilizar la economía local y reforzar el control estatal sobre sectores estratégicos. Su gobierno consolidó un modelo de poder centralizado y autoritario, mientras recuperaba la influencia de Rusia en la esfera internacional30.

			Al término de su segundo mandato, Putin cedió temporalmente la presidencia a su primer ministro, Dmitri Medvédev , debido al límite constitucional de dos periodos presidenciales consecutivos (de cuatro años cada uno), pero mantuvo el control real del gobierno al ser nombrado por el propio Medvédev  como primer ministro. 

			Durante su único mandato (2008-2012), Medvédev  no solo mantuvo a Putin a su lado, sino que también logró la aprobación de una reforma constitucional que aumentó a seis años el periodo presidencial y habilitó a Putin para ser nuevamente candidato.

			De esta forma, Putin regresó a la presidencia luego de ganar las elecciones de 2012 con el 63 % de los votos, en medio de denuncias de fraude. En 2018 logró una nueva reelección con el 76 % de los votos y en 2020 —con el mundo ya en plena pandemia— promovió nuevas reformas constitucionales que fueron aprobadas en un controvertido referéndum. 

			Tras este “reseteo constitucional”, Putin ganó los polémicos comicios de 2024, lo que le permitió acceder a un nuevo mandato, hasta 2030, al término del cual se podría repostular —eventualmente— para otro mandato, lo que le permitiría estar en el Kremlin hasta 2036.

			En el ámbito global, surgieron alianzas como los BRICS (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica), que buscaron ofrecer alternativas al sistema liderado por Estados Unidos.

			En política exterior, Rusia adoptó una postura más asertiva. En 2008, la invasión de Georgia marcó su retorno a la acción militar dentro de su esfera de influencia. Y en 2014, la anexión ilegal de Crimea desafió directamente el orden internacional liderado por Occidente, provocando la imposición de sanciones económicas de Estados Unidos y la Unión Europea. 

			Además, la intervención rusa en la guerra civil en Siria —a partir de 2015— aseguró su posición como un actor clave en Medio Oriente, respaldando al régimen de Bashar al Assad y mostrando su capacidad para proyectar poder militar más allá de sus fronteras.

			En este contexto, el Estado Islámico (EI) emergió como una de las amenazas más significativas de este periodo, transformando el terrorismo internacional. Este grupo tuvo sus raíces en Al Qaeda en Irak (AQI), fundado por el ya mencionado Abu Musab al Zarqawi tras la invasión estadounidense de 2003. Sin embargo, tras la muerte de Al Zarqawi, en 2006, el grupo se debilitó temporalmente, pero resurgió bajo el liderazgo de Abu Bakr al Baghdadi, cuando asumió el mando en 2010.

			En junio de 2014, Al Baghdadi proclamó un califato tras la captura de Mosul, en Irak, y Raqqa, en Siria. Este califato llegó a controlar un territorio de aproximadamente noventa mil kilómetros cuadrados (algo así como la suma de las regiones de La Araucanía, de Los Ríos y del Biobío), con más de ocho millones de habitantes. 

			Asimismo, el EI recaudaba más de mil millones de dólares anuales mediante extorsión, impuestos y ventas ilegales de petróleo, y utilizó las redes sociales para reclutar a más de cuarenta mil combatientes extranjeros de ciento diez países. Además, el Estado Islámico se convirtió en un importante rival de Al Qaeda, diferenciándose por su estrategia de conquista territorial y gobernanza inmediata.

			Entonces, la coalición internacional liderada por Estados Unidos lanzó una campaña aérea en 2014 para debilitar al EI, y tras años de intensos combates, el grupo fue derrotado territorialmente en marzo de 2019, cuando las fuerzas kurdas tomaron su último bastión en Baguz, Siria. Sin embargo, aunque perdió su territorio, el Estado Islámico continúa existiendo como una red descentralizada, llevando a cabo ataques en Irak, Siria y otros países.

			Mientras estos desafíos externos transformaban el mundo, Occidente enfrentaba sus propias tensiones internas. La gran recesión  de 2008, originada en la crisis hipotecaria de Estados Unidos (la llamada crisis subprime), tuvo un impacto devastador en las economías globales. El PIB mundial se contrajo un 2,1 % en 2009, y países como Grecia, Portugal, España e Italia enfrentaron crisis de deuda que desestabilizaron la eurozona. Las políticas de austeridad impuestas en Europa profundizaron el descontento social, mientras que en Estados Unidos el desempleo alcanzó su punto más alto con un 10 % en octubre de 2009.

			Estos impactos económicos alimentaron movimientos populistas en todo Occidente. En Europa, partidos de extrema derecha como el Frente Nacional en Francia y la Liga en Italia ganaron terreno, desafiando los valores tradicionales de integración. En Estados Unidos, la elección de Donald Trump en 2016 reflejó el descontento con el orden político establecido y marcó un giro hacia políticas más aislacionistas, simbolizadas por su lema America First (“Estados Unidos primero”).

			El ocaso de la Guerra contra el Terrorismo

			A pesar de la desgastadora guerra en Irak, Washington no había olvidado a Osama bin Laden. Los servicios de inteligencia estadounidenses, en colaboración con otras agencias internacionales, trabajaron incansablemente durante años para localizarlo. Se trataba de una verdadera “cacería a escala mundial”, apoyada por una recompensa de veinticinco millones de dólares por información que llevara a su paradero (en 2001, la recompensa era de “apenas” siete millones de dólares).

			Sin embargo, las cosas empezaron a cambiar cuando en 2010 la CIA identificó un complejo en Abbottabad (Pakistán) que levantó sospechas debido a su seguridad extrema y su ubicación cerca de una base militar pakistaní. La inteligencia estadounidense había estado siguiendo a un mensajero de Al Qaeda que frecuentaba el lugar y, tras meses de vigilancia, se determinó que un hombre alto y delgado visto dentro del complejo era probablemente Bin Laden.

			El 29 de abril de 2011 —el mismo día de la boda real del príncipe William y Kate Middleton—, después de evaluar la información recopilada y considerar los riesgos involucrados, el presidente Barack Obama autorizó la llamada Operación Lanza de Neptuno, que fue planificada por el Mando Conjunto de Operaciones Especiales y ejecutada por un grupo selecto conocido como SEAL Team Six, parte del Grupo de Desarrollo de Guerra Naval Especial.

			La noche del 1 al 2 de mayo, dos helicópteros Black Hawk especialmente acondicionados despegaron desde una base en Jalalabad (Afganistán) hacia Abbottabad. Pero durante el vuelo, uno de los helicópteros sufrió una falla mecánica y se estrelló a baja altura contra el muro del complejo. A pesar del accidente, no hubo bajas entre los SEAL y la misión continuó, aunque habían perdido el factor sorpresa.

			Los comandos desembarcaron y se dividieron en dos grupos: uno para abordar el complejo y otro para asegurar los alrededores. En menos de cuarenta minutos, los SEAL entraron al edificio y, tras un intercambio de disparos, localizaron a Bin Laden en el tercer piso, donde fue abatido. Luego, los comandos se llevaron el cuerpo y los discos duros de todos los computadores encontrados en el complejo, de regreso a Afganistán.

			Poco antes de la medianoche del 1 de mayo, Obama anunció al mundo la muerte del fundador y líder de Al Qaeda. Sus restos fueron trasladados a la base militar afgana de Bagram para su identificación mediante análisis de ADN y reconocimiento facial. Posteriormente, el cuerpo fue llevado hasta el portaviones USS Carl Vinson, desde donde fue arrojado a las aguas del mar Arábigo para evitar que su tumba se convirtiera en un lugar de culto.

			Si bien la muerte de Osama bin Laden fue un golpe mortal contra Al Qaeda, la organización terrorista rápidamente intentó demostrar su capacidad de recuperación al nombrar a Ayman al Zawahiri —mentor y mano derecha de Bin Laden— como nuevo líder de Al Qaeda.

			A pesar de eso, la Operación Lanza de Neptuno31 representó un punto culminante en años de esfuerzos por desmantelar Al Qaeda y ha dejado un legado duradero en las políticas antiterroristas globales. Y a medida que las fuerzas estadounidenses continúan enfrentando desafíos relacionados con el terrorismo, la misión que llevó a la muerte de Bin Laden sigue siendo un tema central en debates sobre seguridad nacional y estrategia militar.

			Muchos consideran que la Guerra contra el Terrorismo terminó la noche que murió Bin Laden, a casi una década de los ataques terroristas del 11S. Sin embargo, en la práctica, este conflicto asimétrico y no convencional se extendió varios años más.

			El 15 de diciembre de 2011, la administración de Barack Obama declaró formalmente el fin de la guerra en Irak, y las últimas tropas estadounidenses abandonaron el país tres días después a través de la frontera con Kuwait. Este retiro marcó el cierre de la invasión de 2003 que —como se mencionó anteriormente— buscaba derrocar a Saddam Hussein bajo el pretexto de la existencia de armas de destrucción masiva y vínculos con el terrorismo.

			El retiro se basó en un acuerdo firmado en 2008 entre Estados Unidos e Irak, el Acuerdo sobre el Estatuto de las Fuerzas, que estableció un cronograma para la retirada completa de las tropas: en junio de 2009, las tropas de EE.UU. comenzaron su repliegue de Bagdad y otras grandes ciudades iraquíes; y en agosto de 2010, Washington puso fin a sus operaciones de combate en Irak, traspasando las funciones de orden y seguridad a las fuerzas locales.

			En costos humanos, más de cuatro mil quinientos soldados estadounidenses murieron en Irak, junto con al menos cien mil civiles iraquíes, según estimaciones conservadoras.

			En términos económicos, la guerra en Irak costó aproximadamente US$ 2,1 billones, incluyendo gastos en reconstrucción y atención médica para veteranos. Y, a pesar de eso, tras la retirada, Irak enfrentó una creciente inestabilidad. La exclusión de la comunidad sunita del nuevo gobierno liderado por el chiita Nouri al Maliki generó tensiones sectarias que desembocaron en un vacío de poder, lo que facilitó el surgimiento de nuevos grupos extremistas como el Estado Islámico.

			La llegada de Donald Trump a la Casa Blanca, en enero de 2017, marcó una nueva aproximación a la Guerra contra el Terrorismo, ya que la prioridad era lograr el regreso de la mayor cantidad de soldados estadounidenses desde Medio Oriente y Asia Central, para cerrar el capítulo de las guerras en ultramar.

			En diciembre de 2018, Trump visitó a las tropas desplegadas en Irak con ese discurso, aunque su mayor interés realmente estaba puesto en Afganistán. Y con ese objetivo inició un proceso de negociaciones directo con los talibanes (sin la participación del gobierno afgano liderado por Ashraf Ghani Ahmadzai), para garantizar la retirada en orden de las fuerzas estadounidenses.

			El 29 de febrero de 2020, en Doha (Catar), el enviado de EE.UU. para la paz en Afganistán, Zalmay Khalilzad, selló este acuerdo con un apretón de manos con el mulá Abdul Ghani Baradar, líder de la delegación de los talibanes. Este acuerdo establecía la retirada de todas las tropas estadounidenses y de la OTAN antes del 1 de mayo de 2021, condicionado a que los talibanes rompieran sus lazos con grupos terroristas y participaran en negociaciones de paz con el gobierno afgano. En ese momento, había aproximadamente trece mil soldados estadounidenses en Afganistán.

			Al asumir la presidencia, en enero de 2021, Joe Biden revisó el acuerdo y, el 14 de abril de ese año, anunció que la retirada completa de las tropas estadounidenses se llevaría a cabo antes del 11 de septiembre de 2021, coincidiendo con el vigésimo aniversario de los ataques del 11S. Posteriormente, se ajustó la fecha al 31 de agosto. En ese momento, el número de tropas estadounidenses en Afganistán se había reducido a aproximadamente dos mil quinientos.

			Sin embargo, a medida que avanzaba la retirada, los talibanes intensificaron su ofensiva militar. Eso permitió que el 15 de agosto de 2021, los talibanes entraran en Kabul sin encontrar resistencia significativa, lo que llevó a la huida del presidente afgano Ashraf Ghani y al colapso del gobierno respaldado por Occidente. La rápida caída de Kabul sorprendió a la comunidad internacional y generó escenas caóticas en el Aeropuerto Internacional Hamid Karzai, donde miles de afganos intentaron desesperadamente abandonar el país.

			Entre el 14 y el 30 de agosto de 2021, Estados Unidos y sus aliados llevaron a cabo una de las mayores operaciones de evacuación aérea de la historia. Según el Departamento de Defensa de EE. UU., más de 123.000 personas fueron evacuadas, incluyendo ciudadanos estadounidenses, personal de países aliados y afganos en situación de riesgo. 

			El 26 de agosto, un atentado suicida reivindicado por el Estado Islámico Jorasán (ISIS-K) en las afueras del aeropuerto resultó en la muerte de trece militares estadounidenses y más de ciento setenta afganos. Un hecho que dejó en evidencia que esta franquicia afgana del Estado Islámico estaba dispuesta a desafiar a los victoriosos talibanes y dar la pelea por el control del país.

			De esta forma, la noche del 30 de agosto de 2021, el mayor general Christopher Donahue, comandante de la 82ª. División Aerotransportada del Ejército, se convirtió en el último soldado de EE.UU. en dejar Afganistán, al subir a un avión de transporte C-17 en el Aeropuerto Internacional Hamid Karzai. Ese instante, inmortalizado a través de un sistema de visión nocturna, marcó el cierre oficial —tras veinte años— de la presencia militar de Estados Unidos en Afganistán. 

			El general Kenneth F. McKenzie Jr., comandante del Comando Central de EE. UU., sería el responsable de confirmar la finalización de la retirada. 

			Nuevamente, las cifras resultan demoledoras. Más de 2.400 soldados estadounidenses murieron en Afganistán, junto con al menos 46.000 civiles afganos. Las fuerzas de seguridad afganas sufrieron más de 69.000 bajas, mientras que al menos 51.000 combatientes talibanes murieron durante el conflicto.

			La guerra en Afganistán costó a Estados Unidos más de 2,3 billones de dólares, incluyendo la reconstrucción y el cuidado a largo plazo de los veteranos. La rápida caída del gobierno afgano y el retorno de los talibanes al poder subrayaron el fracaso de dos décadas de esfuerzos de construcción estatal y cuestionaron la efectividad de la estrategia estadounidense en la región.

			La Guerra contra el Terrorismo demostró los límites del poder militar estadounidense. La invasión de Irak en 2003, realizada sin el respaldo de un mandato de la ONU, dañó la credibilidad de Estados Unidos y generó divisiones con aliados tradicionales, como Francia y Alemania. Además, los abusos documentados en la cárcel de Abu Ghraib y Guantánamo erosionaron su legitimidad moral.

			El enfoque unilateral de Estados Unidos también tuvo consecuencias internas. Los elevados costos humanos y económicos, combinados con la falta de resultados tangibles, generaron un creciente escepticismo público sobre la efectividad de las intervenciones militares. Este cambio en la opinión pública influyó en la decisión de las administraciones de Obama y Biden de reducir el compromiso militar en el extranjero.

			Además, los conflictos prolongados y las crisis internas en Occidente, como la polarización política en Estados Unidos y el auge del populismo en Europa, debilitaron la cohesión de las democracias tradicionales, favoreciendo la fragmentación del sistema global.

			El agotamiento de la Guerra contra el Terrorismo dejó un legado complejo y transformador. Aunque las intervenciones estadounidenses lograron algunos objetivos, como la eliminación de Osama bin Laden, los costos humanos y económicos fueron desproporcionados frente a los resultados obtenidos. Las retiradas de Irak en 2011 y Afganistán en 2021 simbolizaron el fin de una era de intervenciones directas, mientras que el declive del unilateralismo estadounidense marcó el inicio de un sistema internacional con desafíos cada vez más complejos y fragmentados.

			Muchos de los episodios y procesos geopolíticos expuestos se transformaron en las bisagras que permitieron al mundo entrar al siglo XXI. Un periodo diferente, más inestable e impredecible. Un sistema político internacional en el cual el tonelaje de los principales actores internacionales ha ido cambiando, así como la arquitectura de alianzas que había perdurado durante décadas. Y que, en muchos aspectos, había sido construida por Estados Unidos y sus aliados tras el término de la Segunda Guerra Mundial y de la propia Guerra Fría.







			CAPÍTULO 2

			La invasión rusa a Ucrania

			El 24 de febrero de 2022, la historia de Ucrania —y del mundo— cambió de manera irreversible. Tras meses de declaraciones cruzadas, movimientos de tropas, gestiones diplomáticas y frenéticos viajes a Moscú de mandatarios occidentales, el inicio de la tan anunciada (y muchas veces, negada) invasión rusa puso fin a meses de especulaciones. Y Europa, al igual que el resto de la comunidad internacional, se enfrentó al primer conflicto a gran escala en el continente desde el término de la Segunda Guerra Mundial.

			A partir de ese instante, la guerra ha tomado caminos insospechados en muchos aspectos: puso  a prueba el liderazgo internacional del expresidente  Joe Biden y ahora está en la impredecible agenda de Donald Trump; fortaleció la cohesión europea frente a Rusia, tanto al interior de la Unión Europea como de la Organización del Tratado del Atlántico Norte; profundizó los vínculos entre Moscú y Beijing, así como los de Rusia con Corea del Norte e Irán; instaló a los drones como las armas definitivas de las guerras de hoy; dejó en evidencia las profundas diferencias dentro de América Latina ante al conflicto, y revivió el fantasma de un posible desenlace nuclear.

			Muchos ucranianos afirman que la guerra con Rusia, realmente, se inició en 2014, cuando Moscú anexó ilegalmente la península de Crimea, y que lo que comenzó en 2022 fue la invasión a gran escala de Ucrania. En ese contexto, este es un conflicto que no se puede comprender de manera aislada, viendo solo los hechos del presente, y por eso es imprescindible considerar su contexto histórico y los acontecimientos que antecedieron el inicio de esta guerra europea de alcance global.

			Sobre todo, porque un posible acuerdo de alto al fuego podría significar el fin de la guerra, pero no será un sinónimo de paz. Eso dependerá del precio que Ucrania y sobre todo Rusia, estén dispuestas a pagar por detener este conflicto.

			Una compleja historia común

			La antigua relación entre Rusia y Ucrania ha estado marcada por momentos de cooperación y conflicto, así como una constante lucha por la identidad y autonomía ucranianas. Desde el siglo XIX hasta la independencia de Ucrania en los años noventa, ambos países han atravesado períodos complejos y significativos que han dado forma a su historia compartida.

			A finales del siglo XVIII, gran parte de Ucrania quedó bajo el control del Imperio ruso tras la partición de Polonia y la disolución de entidades autónomas como el Hetmanato cosaco32 y la Zaporozhian Sich33. Durante el siglo XIX, especialmente bajo los zares Alejandro II y Alejandro III, el Imperio ruso puso en marcha políticas de rusificación en Ucrania, lo que incluyó la supresión del idioma ucraniano, la prohibición de publicaciones en ese idioma, y la promoción de la cultura y la educación rusas. Sin embargo, surgió un movimiento nacionalista ucraniano liderado por intelectuales como Taras Shevchenko y Mykhailo Drahomanov, quienes promovieron la cultura ucraniana y la idea de una identidad nacional diferenciada.

			Ya en el siglo XX, la Revolución rusa de 1917 generó un vacío de poder en Ucrania, lo que permitió la creación de la Rada Central Ucraniana en Kiev, bajo la dirección de Mykhailo Hrushevsky, con el objetivo de lograr la autonomía dentro de una posible federación rusa. Sin embargo, tras el inicio de la revolución, Ucrania declaró su independencia en enero de 1918 como la República Popular Ucraniana34. 

			En marzo de ese mismo año, Ucrania firmó el Tratado de Brest-Litovsk con los Poderes Centrales (los imperios alemán, austrohúngaro, otomano y el Reino de Bulgaria), reconociendo su independencia de Rusia. Pero tras la derrota de estos poderes en la Primera Guerra Mundial, los bolcheviques invadieron nuevamente Ucrania. Y durante la guerra civil rusa , Ucrania se convirtió en un campo de batalla con múltiples bandos luchando por el control. Finalmente, en 1921, los bolcheviques triunfaron y Ucrania fue incorporada a la Unión Soviética como la República Socialista Soviética de Ucrania (RSS de Ucrania).

			De esta forma, en diciembre de 1922, Ucrania se convirtió en uno de los “miembros fundadores” de la Unión Soviética. Aunque en teoría gozaba de cierta autonomía, en la práctica Moscú controlaba de manera estricta sus asuntos. 

			Bajo el liderazgo de Joseph Stalin, se llevó a cabo la colectivización forzada de la agricultura en 1929, lo que provocó una gran resistencia en Ucrania. Posteriormente, entre 1932 y 1933, la requisición forzada de grano y las políticas de colectivización causaron una hambruna devastadora, conocida como el Holodomor35, que resultó en la muerte de entre 3,5 y 7 millones de ucranianos. Muchos historiadores consideran este evento como un genocidio deliberado por parte del régimen soviético.

			  Luego, durante la gran purga de 1936-1938, Stalin llevó a cabo una represión masiva en Ucrania, eliminando a miles de intelectuales, escritores y líderes acusados de “nacionalismo burgués ucraniano”. 

			Años más tarde, durante la Segunda Guerra Mundial, Ucrania fue invadida por la Alemania nazi, en 1941. Durante su ocupación, más de 1,5 millones de judíos ucranianos murieron en el Holocausto y millones más sufrieron bajo las brutales políticas nazis. Hasta que, en 1944, el Ejército Rojo reconquistó Ucrania, restableciendo el control soviético y comenzando un período de represión y deportaciones masivas.

			Solo tras la muerte de Stalin, en 1953, el nuevo líder soviético, Nikita Jruschov36, quien había sido comisario  del Partido en Ucrania, promovió políticas de “desestalinización” y reformas económicas. De esa manera, en 1954, Jruschov transfirió Crimea desde la República Socialista Federativa Soviética de Rusia a la RSS de Ucrania como un gesto simbólico. 

			Posteriormente, durante las décadas de 1960 y 1970, Ucrania experimentó un rápido desarrollo, convirtiéndose en un importante centro agrícola e industrial dentro de la URSS.

			A mediados de la década de 1980, bajo el liderazgo de Mijaíl Gorbachov, la Unión Soviética adoptó políticas de reforma conocidas como perestroika (reestructuración) y glasnost (transparencia). Estas políticas fomentaron una mayor apertura política y alentaron el resurgimiento del nacionalismo en Ucrania, que empezó a demandar más autonomía y derechos culturales. 

			El desastre nuclear de Chernóbil en 198637, y la respuesta inadecuada de Moscú ante la tragedia, intensificaron el resentimiento hacia el gobierno central. Este es considerado el peor accidente nuclear en la historia de la humanidad y el único (junto con el desastre de Fukushima, en 2011) que ha alcanzado el nivel 7, el máximo en la Escala Internacional de Accidentes Nucleares. Se calcula que hubo treinta y un muertes directas, pero el número de fallecidos a largo plazo relacionados con la radiación sigue siendo incierto. Las estimaciones varían desde cuatro mil, según la OMS, hasta más de doscientas mil muertes en Ucrania, Bielorrusia y Rusia, debido a cánceres y otras enfermedades relacionadas con la exposición a la radiación, de acuerdo con el informe de Greenpeace de 2006.

			En 1989, se fundó el Movimiento Popular de Ucrania (Rukh), un frente nacionalista y democrático que abogaba por la independencia. Y en julio del año siguiente, el Parlamento de Ucrania aprobó la Declaración de Soberanía Estatal, que establecía la primacía de las leyes ucranianas sobre las soviéticas. Finalmente, el 24 de agosto de 1991, tras el fallido intento de golpe de Estado en Moscú contra Gorbachov, el Parlamento ucraniano declaró la independencia de la Unión Soviética, confirmada por un referéndum celebrado en diciembre de ese mismo año, en el cual más del 90 % de los votantes apoyaron la independencia.

			Sin embargo, el intento por deponer a Gorbachov había dejado una serie de interrogantes. Para Estados Unidos, “quien hubiese controlado las armas nucleares soviéticas durante el golpe, claramente no había sido Gorbachov. El hecho de que el comandante en jefe soviético hubiese perdido el contacto con el centro de mando y control nuclear con tanta facilidad por los militares y el KGB, y que la custodia del enorme arsenal nuclear soviético hubiese estado durante setenta y tres horas exclusivamente en manos militares, sin ninguna supervisión civil, había sido algo inquietante”38.

			La desaparición de la Unión Soviética en diciembre de 1991 dejó un complejo legado nuclear en los países de la ex URSS, ya que, con el colapso del Estado soviético, las armas nucleares y sus instalaciones se dispersaron en cuatro repúblicas independientes: Rusia, Ucrania, Bielorrusia y Kazajistán. 

			Esta situación presentó un reto significativo para la seguridad global, ya que las nuevas repúblicas enfrentaban la tarea de administrar arsenales nucleares que alguna vez estuvieron bajo un control centralizado en Moscú. Eso, tomando en cuenta la posibilidad de que surgieran rivalidades entre las ex repúblicas soviéticas, ahora dotadas de armas nucleares39.

			Al momento de la disolución de la URSS, se estima que había alrededor de 27.000 armas nucleares desplegadas en toda la antigua Unión Soviética. De estas, aproximadamente 4.000 armas nucleares estratégicas (misiles balísticos intercontinentales, misiles balísticos lanzados desde submarinos y bombarderos estratégicos) estaban ubicadas fuera de Rusia, principalmente en Ucrania (alrededor de 1.800), Kazajistán (1.400) y Bielorrusia (80). Además, existía un número significativo de armas nucleares tácticas distribuidas por todo el antiguo territorio soviético.

			Eso significaba que Ucrania poseía el tercer arsenal nuclear más grande del mundo, después de Estados Unidos y Rusia, con un total cercano a las 3.000 ojivas (tanto estratégicas como tácticas), 176 misiles balísticos intercontinentales (ICBM) y 44 bombarderos estratégicos. 

			Ante la preocupación internacional por la proliferación nuclear y el riesgo de que estas armas nucleares cayeran en manos no autorizadas, se iniciaron esfuerzos diplomáticos para asegurar estos arsenales. 

			En mayo de 1992, Rusia, Ucrania, Bielorrusia y Kazajistán firmaron el Protocolo de Lisboa, que se agregó al Tratado de Reducción de Armas Estratégicas (START I), dispuestos a desmantelar las armas nucleares estratégicas emplazadas en sus países.

			Ucrania, Bielorrusia y Kazajistán también acordaron unirse al Tratado de No Proliferación Nuclear (TNP) como Estados no nucleares. Por su parte, Rusia se comprometió a retirar, desmantelar y destruir estas armas nucleares bajo el control del gobierno ruso, a cambio de garantías de seguridad para las nuevas repúblicas, así como asistencia económica y técnica de Occidente. 

			Estados Unidos y Rusia lideraron estas negociaciones, impulsando un marco legal y diplomático para asegurar la desnuclearización y el control sobre el material nuclear. Sin embargo, el proceso de desmantelamiento y transferencia de armas nucleares no fue sencillo. En Ucrania, la desnuclearización enfrentó importantes desafíos internos y externos. Un ejemplo de eso fue que los líderes ucranianos inicialmente se mostraron reacios a renunciar a su arsenal nuclear, considerándolo un activo estratégico en el nuevo escenario postsoviético. 

			A pesar de la presión internacional, hubo un debate interno sobre la necesidad de mantener un arsenal nuclear ucraniano, como garantía de seguridad contra una posible futura agresión rusa.

			El punto de inflexión llegó en 1994, cuando Ucrania, tras negociaciones con Estados Unidos y Rusia, acordó entregar su arsenal nuclear a cambio de compensaciones económicas y garantías de seguridad, plasmadas en el Memorándum de Budapest.

			Firmado en diciembre de ese año por Ucrania, Rusia, Estados Unidos y el Reino Unido, el memorándum garantizaba la independencia, la soberanía y el respeto a las fronteras existentes de Ucrania, en el entendimiento de que este país renunciaría a todas las armas nucleares en su territorio.

			En Kazajistán y Bielorrusia, el proceso de desnuclearización fue más fluido. Kazajistán transfirió rápidamente sus armas nucleares a Rusia, buscando relaciones más estrechas con Occidente y el apoyo económico para desmantelar su infraestructura nuclear. Bielorrusia, por su parte, eliminó sus armas nucleares estratégicas para 1996.

			El desarme nuclear en las ex repúblicas soviéticas fue facilitado por la asistencia internacional, en particular la proporcionada por Estados Unidos a través del programa Cooperative Threat Reduction (CTR), también conocido como el Programa Nunn-Lugar, diseñado para financiar y facilitar el desmantelamiento de armas nucleares y la conversión de instalaciones de armas en actividades civiles. 

			Estados Unidos destinó miles de millones de dólares a la seguridad de materiales nucleares de la ex URSS, desmantelamiento de misiles y la construcción de nuevas infraestructuras para la gestión segura de materiales nucleares.

			Un ejemplo de eso fue que entre 1993 y 2000, el programa CTR facilitó el desmantelamiento de más de 7.500 ojivas nucleares, la destrucción de más de 1.400 misiles balísticos intercontinentales y el cierre de más de 25 silos de misiles en las repúblicas postsoviéticas. Este esfuerzo internacional ayudó a garantizar que las armas nucleares no cayeran en manos de actores no estatales o regímenes inestables.

			A pesar del éxito en la transferencia de estas armas y la baja en la proliferación, el proceso de desnuclearización dejó algunos legados complicados. En Ucrania, la renuncia se convirtió en un tema político sensible, especialmente después de la anexión de Crimea por parte de Rusia (2014) y el conflicto en el este de Ucrania. Muchos ucranianos consideran que las garantías de seguridad ofrecidas en el Memorándum de Budapest habían sido insuficientes o ineficaces.

			Para Rusia, la consolidación de su control sobre el antiguo arsenal nuclear soviético fue vista como un símbolo del estatus de superpotencia y como una herramienta fundamental en su política exterior y de defensa. La gestión de la herencia nuclear de la URSS también contribuyó a moldear las relaciones entre Estados Unidos y Rusia en la era de la posguerra fría.

			La Revolución del Euromaidan

			La Revolución del Euromaidan (también conocida como la Revolución de la Dignidad) fue un levantamiento popular que tuvo lugar en Ucrania entre noviembre de 2013 y febrero de 2014. Este movimiento marcó un punto de inflexión significativo en la historia contemporánea de Ucrania, desencadenando una serie de eventos que afectaron tanto a la política interna ucraniana como a las relaciones de Rusia con Occidente.

			La causa inmediata de la Revolución del Euromaidan fue la decisión del entonces presidente de Ucrania, Viktor Yanukóvich (2010-2014), de suspender las negociaciones para un Acuerdo de Asociación con la Unión Europea en noviembre de 2013, a pocos días de la firma planeada. 

			Este acuerdo habría facilitado la integración económica y política de Ucrania con la UE, ofreciendo beneficios como el acceso al mercado europeo y reformas orientadas a la modernización del país. La decisión de Yanukóvich de no firmar el acuerdo fue vista por muchos ucranianos como una traición a sus aspiraciones europeas y un alejamiento de un futuro más democrático y próspero40.

			En ese contexto, la decisión de Yanukóvich estuvo fuertemente influenciada por la presión de Rusia, ya que el presidente Vladímir Putin ofreció a Ucrania un paquete financiero de quince mil millones de dólares y descuentos significativos en el precio del gas natural ruso a cambio de que Ucrania se uniera a la Unión Aduanera Euroasiática, un bloque económico liderado por Rusia. Esta oferta fue percibida por muchos en Ucrania como un intento de limitar la soberanía del país y mantenerlo dentro de la esfera de influencia rusa.

			Bajo la presidencia de Yanukóvich, Ucrania se enfrentó a niveles crecientes de corrupción gubernamental, abuso de poder y represión política. Las acusaciones de fraude electoral, la represión de manifestaciones pacíficas y la falta de reformas económicas y políticas alimentaron la frustración popular. Además, la corrupción sistemática, combinada con la falta de progreso en la mejora de las condiciones de vida, llevó a una pérdida generalizada de confianza en el gobierno.

			Para muchos ucranianos, especialmente los jóvenes y los habitantes de las regiones occidentales, la integración con la UE simbolizaba una oportunidad de modernización, democracia y respeto por los derechos humanos. Por eso, la cancelación del Acuerdo de Asociación con la UE fue vista como un rechazo a estos valores y a un futuro de reformas, lo que condujo a las primeras revueltas.

			Las protestas comenzaron el 21 de noviembre de 2013 en la Plaza de la Independencia de Kiev (Maidan Nezalezhnosti), conocida como Maidan, con manifestaciones pacíficas en favor de la integración europea. Sin embargo, la situación se intensificó rápidamente después de que las fuerzas de seguridad atacaran a los manifestantes el 30 de noviembre, desencadenando una ola de protestas masivas por todo el país.

			Las manifestaciones crecieron en tamaño y alcance, con la participación de miles de personas. A medida que el gobierno de Yanukóvich aumentaba la represión, las protestas se convirtieron en un movimiento más amplio contra la corrupción, el autoritarismo y la violación de los derechos humanos. Los enfrentamientos entre manifestantes y fuerzas de seguridad se intensificaron, especialmente en enero y febrero de 2014, cuando el uso de la fuerza por parte del gobierno provocó un aumento de las tensiones.

			El punto de quiebre llegó en febrero de 2014, cuando más de cien manifestantes murieron durante los enfrentamientos en Kiev. Ante la presión interna e internacional, Yanukóvich huyó a Rusia el 22 de febrero de ese año. Mientras que el Parlamento ucraniano votó para destituirlo y convocó nuevas elecciones, lo que marcó el fin de su régimen.

			La destitución de Yanukóvich condujo a la formación de un nuevo gobierno interino proeuropeo41. En mayo de 2014, Petro Poroshenko fue elegido presidente de Ucrania en unas elecciones anticipadas y el nuevo gobierno puso en marcha una serie de reformas para reducir la corrupción, mejorar la gobernanza y acercarse a la UE, incluyendo la firma del Acuerdo de Asociación con la Unión Europea en junio de 2014.

			Sin embargo, esta crisis política en Ucrania fue aprovechada rápidamente por Vladímir Putin. Y en respuesta al cambio de régimen en Kiev, Rusia intervino militarmente en Crimea, una península estratégicamente importante en el mar Negro. 

			La anexión ilegal de Crimea

			Tal como se mencionó previamente, antes de la anexión, Crimea era una república autónoma dentro de Ucrania, con una mayoría de población de etnia rusa y un importante número de hablantes de ruso. 

			Desde la disolución de la Unión Soviética, en 1991, Crimea había mantenido un estatus especial dentro de Ucrania, con su propio Parlamento y cierto grado de autonomía. Sin embargo, muchos en la península tenían fuertes lazos culturales, lingüísticos y económicos con Rusia.

			Además, existía un tema particularmente estratégico entre ambos países debido a la existencia de la base naval de Sebastopol, el hogar de la Flota Rusa del Mar Negro, ubicada en la península. Desde su construcción en el siglo XVIII, esta base naval había sido un puerto estratégico para la Marina rusa. Y tras la independencia ucraniana, Moscú continuó utilizándola bajo acuerdos que incluían pagos anuales a Ucrania.

			Sin embargo, tras la Revolución del Euromaidan y la destitución del presidente Yanukóvich, hubo un aumento de las tensiones en Crimea, donde una parte significativa de la población se opuso al nuevo gobierno proeuropeo en Kiev y temía políticas que pudieran afectar sus derechos lingüísticos y culturales.

			En ese contexto, a fines de febrero de 2014, aparecieron en Crimea soldados no identificados, vestidos con uniformes militares sin insignias, que rápidamente tomaron control de puntos estratégicos, como edificios gubernamentales, aeropuertos, bases militares y estaciones de comunicación. 

			Estos soldados, que luego se conocieron en los medios como los “pequeños hombres verdes”, estaban bien armados y organizados. Aunque en ese momento Rusia negó su implicación directa, más tarde se confirmó que eran fuerzas especiales rusas y miembros del Grupo Wagner. El despliegue de estos soldados fue acompañado por milicias prorrusas locales que ayudaron a consolidar el control sobre la península.
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